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CAPITULO   I

ANTECEDENTES DEL JUICIO POLÍTICO
En el presente capítulo se efectúa un estudio acerca de los antecedentes históricos del juicio político que en esencia es un análisis sobre el régimen mexicano de responsabilidades de los servidores públicos. Se trata por lo tanto de un tema muy amplio, no sólo por la extensión de la materia, la cual en la actualidad, por ejemplo, se suele dividir según las modalidades de la responsabilidad (política, administrativa, penal y civil), sino además por el tiempo al que debe hacer referencia y que abarca, o puede abarcar, varios siglos de tradición jurídica. Por otro lado, el tema no es de fácil acceso, sobre todo porque puede presentarse como algo disperso, como algo incompleto, según las etapas históricas que se revisen frente a la visión unitaria, completa, del sistema en vigor.

Desde el punto de vista de mi exposición. Debe destacarse que el juicio de residencia, primero, y luego el juicio de responsabilidad, forman la parte esencial y el grueso de nuestra legislación histórica en esta materia. Son los antecedentes históricos fundamentales. Ahora bien, problema distinto sería el preguntarse si acaso estos dos juicios históricos, a su vez y al propio tiempo, constituyen o no las raíces históricas, por así decirlo, tanto de las modalidades de responsabilidad ahora consagradas (política, administrativa, penal y civil), cuanto de las normas que regulan hoy día dicha responsabilidad.

En este trabajo se procura caracterizar los sistemas históricos en cuanto a fenómenos independientes de la realidad del momento, por la falta de espacio para analizar el problema si constituyen o no las raíces del sistema hoy en vigor, acerca de  lo cual, el autor de tesis tiene la firme convicción de que en efecto el sistema hoy en vigor, a excepción del mal llamado juicio político, se entronca y encuentra sus raíces en el juicio de responsabilidad y éste en el sistema de residencia colonial. De manera que, habría una secuencia histórica ininterrumpida.

De aquí, pues, que se haya optado por separar en este capítulo nada más los intentos de caracterización general de las responsabilidades de autoridades y funcionarios, como son las relativas al sistema del juicio de residencia y al sistema del llamado juicio de responsabilidad.

1.1 El Sistema de Residencia

La residencia, que tiene su origen en el derecho romano, se consagra en las Siete Partidas y en otros cuerpos legales españoles, que al extender su vigencia al Nuevo Mundo descubierto, terminarán arraigándose en lo que hoy es México, en donde se aplicará dicho juicio hasta llegada la Independencia. Y a partir de ésta, en 1824, por citar el texto constitucional que organiza la vida republicana e independiente de México, se instaurará el llamado sistema del juicio de responsabilidad.

Se estaría, por tanto, frente a dos sistemas de responsabilidades, un poco sucediéndose el uno al otro, desde una perspectiva histórica; se estaría también ante dos sistemas que englobarían la idea de hacer efectiva la responsabilidad de la autoridad y del funcionario, en sentido amplio; y, desde luego, ante dos sistemas que, con sus variantes y peculiaridades, han podido llegar hasta nuestros días, o han podido formar y acrecentar los acervos doctrinales y legales en un sólo sistema, con una gran evolución histórica, que mostraría ciertas variantes acordes con los tiempos; ciertos avances y ciertos retrocesos, como es natural.

El juicio de residencia, consagrado en las Siete Partidas y en el Ordenamiento de Alcalá,
 llegó a tierras americanas con los propios conquistadores. A México o a lo que hoy llamamos México llegó con el propio Hernán Cortes, la primera autoridad que sufrió la residencia.

Como consecuencia, de las muchas quejas que habían llegado a España de la conducta de Cortes, se ordena a Luis Ponce de León, primo del conde de Alcaudete, que le viniese a tomar residencia, llevando consigo las memorias de las quejas y las instrucciones por donde había de tomar residencia.

Así que, con viento favorable, pronto alcanzaron el puerto de la Vera Cruz los navíos (tres o cuatro) de Ponce de León. Presenta las cartas reales a Cortés, el cual, “con mucho acato y humildad las besó e puso sobre su cabeza, y dijo que recibía gran merced que su majestad le enviase quien le oyese de justicia.” No debe olvidarse, en efecto, que la residencia, en última instancia, representaba un certificado de buena conducta, de honorabilidad en el desempeño del correspondiente oficio, requisito indispensable para ocupar uno nuevo.

De acuerdo con Bernal Díaz del Castillo, Luis Ponce de León:

Traía consigo otros hidalgos, que fueron el alguacil mayor Protaño, natural de Córdoba, y a su hermano y a Salazar de la Pedrada, que venía pro alcalde de la fortaleza, que murió de dolor de costado, y a un Licenciado o bachiller que se decía Marcos Aguilar y a un soldado que se decía Bocanegra, de Córdoba y a ciertos frailes de Santo Domingo, y por provincial de ellos un Fray Tomás de Ortíz, del cual Fraile, se decía que era más desenvuelto para entender de negocios, que no para el santo cargo que traía.

Luis Ponce de León, tomó consejo de estos hidalgos que traía en su compañía; y con ellos decide ir hasta la capital azteca.

Cortés, por su parte, salió a recibirlo en compañía del cabildo de la ciudad  “tomando el Licenciado las varas de la justicia alcalde mayor, y alcaldes ordinarios, y de la hermandad y alguaciles, y cuando las tuvo en su poder, se las volvió a dar, y dijo a Cortés; Señor capitán, esta gobernación de vuesta merced me manda su majestad que tome en mí”.

Como se ve, Cortés había creado ya los órganos típicos de gobierno de la península, según fue práctica corriente y lógica de todos los conquistadores. Sobra decirlo, que también se comenzaron a gobernar por las leyes castellanas. Así es, cómo Luis Ponce de León se hace cargo de modo absoluto de todo el territorio conquistado, sin el menor signo de protesta de Cortés.

Después se mandó pregonar residencia general contra Cortés y contra los que habían tenido cargo de justicia y habían sido capitanes. Se trata de una residencia con todas las características que señala la pragmática de 9 de junio de 1500.

Muchas fueron las querellas presentadas contra Cortés, de manera que “en toda la ciudad andaba en pleitos”. Es interesante enumerar algunos de los cargos que le presentaron, según los relata el cronista: 

- Que no les dio parte de oro.

- Otros que nos les dio indios.

- Otros le demandaban caballos que les mataron en las guerras.

- Otros demandaban afrentas de personas, que por mandato de Cortés les habían hecho.

Conviene destacar ante todo, lo de afrentas de sus personas que es tanto como “vergüenza, deshonor que resultaba de algún dicho o hecho; deshonra que se sigue de la imposición de penas por ciertos delitos”. Este extremo que ampara a las personas, como todos los demás cargos, desde luego, dan la sensación de que en la residencia se podía interponer absolutamente cualquier clase de querella o reclamación.

La residencia de Cortés siguió un curso bastante accidentado, por la súbita muerte de Ponce de León. El nombra, en su testamento, a Marcos de Aguilar como su sucesor en el gobierno de la ciudad; a lo que se opuso el cabildo porque “era muy viejo y caducaba, y estaba tullido de bubas y tenía poca autoridad y así lo mostraba su persona, y no sabía las cosas de la tierra ni tenía noticias de ellas”.
 He aquí el nacimiento de la discordia eterna, o el argumento certero a favor de la autonomía de aquellos pueblos, que más tarde, solicitaron los diputados por la Américas en las Cortes de Cádiz.

Aguilar fallece, en efecto, poco después y nombra, también en testamento, a Alonso de Estrada como su sucesor. Nuevamente protestó el cabildo, solicitando se llamara a Cortés, como co-gobernador, al menos. No aceptó la idea Alonso de Estada para que no pareciera que quería por la fuerza señorear. Se piensa entonces en el alguacil mayor Gonzalo de Sandoval, a lo que accede Estrada.

Prácticamente la residencia de Cortés se había suspendido con la muerte de Ponce de León. Con todo, Estrada decide embarcarse para dar cuenta personalmente a su majestad del estado, bastante incierto y confuso, de los asuntos de la Nueva España. Su majestad lo confirma en su cargo como único gobernador, y para que administrara justicia, mandando cortarle la cabeza al mismo Cortés, si encontraba ciertos los cargos que se le imputaban; y se acuerda igualmente crear la primera Audiencia Gobernadora.

Su majestad, pues “mandó que luego viniese (para castigar a Cortés). Un caballero que se decía Don Pedro de la Cueva, (para castigar a Cortés), Alcántara, y que a costa de Cortés trujese trescientos soldados y que si lo hallase culpado le cortase la cabeza”.

Envalentonado Estrada, destierra a Cortés y ordena residenciar (sería la segunda residencia) a don Juan Enríquez de Guzmán, capitán de Chiapas, Cortés por su parte, recibió la orden de destierro en Cuernavaca, a donde se había ido con Gonzalo de Sandoval “por quitarse de bullicios y parlerías”, pasa por Coyoacán, con dirección a Tlaxcala, a donde acababa de llegar para tomar posesión don Julián Garcés, primer obispo de Tlaxcala, y natural de Aragón, y quien infructuosamente tratará de conciliar a Cortés y a Estrada. Y mientras Cortés se embarcaba para España, llamado por sus amigos, que habían intercedido ante el rey, llegaba a Nueva España la primera Audiencia Gobernadora cuyos componentes eran: 

- Presidente: Nuño de Guzmán.

- El oidor Matienzo, Licenciado y natural de Vizcaya, o cerca de Navarra.

- El oidor Delgadillo, de Granada.

- El oidor Maldonado, de Salamanca.

- Y el Licenciado Parada, “que solía estar en la Isla de Cuba”.

Inmediatamente después de su llegada, “se mostraron muy justificados en hacer justicia, y traían los mayores poderes que nunca a la Nueva España después trujeran ni virreyes ni presidentes”. Y una de sus primeras diligencias fue la de mandar tomar residencia, sería la tercera en tierras mexicanas, al mismo Estrada, y a Jorge de Alvarado, en Guatemala.

Dos de los oidores fallecieron pronto de mal de costado, siendo sustituidos poco después dos de los tres restantes, por orden del rey a causa de las muchas quejas, probadas, y de las cartas de prelados y religiosos. 

La nueva Audiencia estaba compuesta por un presidente y cuatro oidores:

- Presidente: Sebastían Ramírez de Villaescusa, Obispo entonces de Santo Domingo.

- Licenciado Alonso Maldonado de Salamanca.

- Licenciado Zainos, de Toro o de Zamora.

- Licenciado Vasco de Quiroga, de Madrigal, luego Obispo de Michoacán.

- Y el Licenciado Salmerón, de Madrid.

Ante todo, ordenó la Audiencia la residencia de sus antecesores: como resulta de la cual, Delgadillo y Matienzo fueron apresados. Mientras que el presidente Nuño de Guzmán muy prudentemente se había retirado hacia Jalisco, con pretexto de pacificar esta provincia.

Al cabo de cuatro años, y después de su residencia “que dieron muy buena”, Salmerón y Zainos, por su edad, solicitaron regresar a España. A la península había vuelto también el presidente, Sebastián Ramírez. En cambio Alonso de Maldonado “era enviado a Guatemala, Hondura y Nicaragua por presidente y gobernador”, y a Vasco de Quiroga le daban el obispado de Michoacán. De esta forma premiaban la buena y acertada actuación de esta Audiencia.

Pues bien, es ahora cuando se nombra como “visorey” a don Antonio de Mendoza, y a los oidores:

- Doctor Quezada, natural de Ledezma (Salamanca).

- Licenciado Tejada, de Logroño.

- Y Licenciado “que se decía Loyasa”, natural de Ciudad Real.

Y después que se les hizo grandes recibimientos en la entrada de aquella ciudad, se pregonó residencia general contra el presidente y oidores pasados, y todos los hallaron muy rectos y buenos, y usaron de sus cargos conforme a la justicia.

De lo anterior, se puede inferir sobre la Real Audiencia de México las siguientes conclusiones:

a)  Que el trasplante de las instituciones, en general, es completo y perfecto.

b)  Que éstas se ponen en marcha decididamente, por las mismas sendas marcadas por el derecho castellano.

c)  La práctica de la residencia espiritual, sistemática o implacable ; y ofrece los mismos caracteres que tiene en el derecho peninsular, con una sola diferencia, y es que prevalece la lógica de aplicar las facultades de los jueces residentes por encima de la autoridad del Consejo del Rey.

d)  Que con esta aplicación de las facultades de los jueces de residencia, o de la Audiencia, se consigue el necesario y deseado equilibrio de poderes; a la vez que se conseguía una mayor autonomía.

e)  Quedan patentes también las funciones ejecutivas de la Audiencia.

f)  En fin, se aprecia cómo el juicio de residencia se aplica absolutamente a todas las autoridades: este hecho, junto con el de la responsabilidad universal o ilimitada, transforma el juicio de residencia en un auténtico órgano de protección y amparo de los particulares frente a la actividad de las autoridades virreinales; a la vez que servirá al Estado para finalizar ampliamente la gestión de sus funcionarios, sobre todo cuando se posibilita la residencia, no sólo al final del cargo, sino en cualquier momento; y se le refuerza con las llamadas visitas. Pero como lo primero de que se les pedirá cuenta a los residenciados es sobre cómo han guardado las leyes, la residencia en definitiva se convierte, además, en órgano de control de la legalidad, como hoy se diría.

El riesgo que cayera en desuso, o fuera inobservada la legislación sobre las residencia, o que se convirtiese en un mero formulismo, es insuficiente para contrarrestar la trascendencia de ésta.

Desde España se instó siempre su pronta observancia, y de alguna manera, se fue perfeccionando al tener presente el legislador los diversos inconvenientes que su práctica ponía de manifiesto, según las peticiones y quejas hechas por las propias autoridades virreinales.

No es intención presentar un estudio exhaustivo de la práctica de la residencia hasta el momento de su independencia; sino solamente resaltar sus caracteres, explicar su misión y trascendencia, que nos permita valorar su entronque con el sistema de responsabilidad posterior.

Ante todo, la residencia se tramita y desarrolla según la legislación castellana, en un principio; así se declara expresamente en provisión enviada al gobernador de Yucatán y Cozumel, el año 1549: “...que haréis residencia del tiempo que ovieredes servido al dicho oficio de nuestro Gobernador dellas, y le sirviéredes y le tuviéredes como sois obligado, conforme a lo que disponen las leyes de nuestro reino”.

Esto indica que todas las características, apuntadas en la legislación castellana, sobre la residencia, son aplicables a los supuestos habidos en tierras de Indias: así, por ejemplo, en diversas cédulas se manda que se otorgue, ante todo, la fianza suficiente previa a la toma de posesión del oficio o cargo, y como requisito indispensable para usufructarlo, que garantizara dicha residencia.

El principio de la publicidad del pregón por villas y lugares, también se insta:  así en Cédula del año 1556, dirigida a la Audiencia de la Nueva España:

“...de manera que de aquí adelante cuando se oviere de tomar residencia, a las personas que ha usado y servido cargos de justicia en esa dicha Nueva España hiciesedes divulgar y notificar a los individuos naturales della ...Para que puedan pedir justicia de sus agravios y que tengan para ello entera libertad.”

El momento de tomar la residencia fue variado: en Cédula de 1582, se ordena que todas las sentencias y pleitos que se suscitaren con motivo de una residencia se finalicen dentro de los sesenta días a contar de la fecha de la interposición de la demanda o querella; en otra de 1594 (Madrid 21 de enero) se ordena que la residencia debe ejercerse en periodos de cinco años cuando se trataba de gobernadores y de dos años cuando los auditados eran corregidores nombrados por el virrey, que correspondía, por cierto a los periodos que duraba el encargo público. 

En cuanto al principio de la generalidad de la residencia, o que obligaba absolutamente a todas las autoridades, pueden verse las siguientes cédulas:

“a) respecto de los oficiales de hacienda, cédula de 2 de junio de 1559 ;

b)  respecto de los gobernadores y corregidores, cédula de 9 de septiembre de 1559 en Valladolid ;

c)  respecto de los alcaldes ordinarios, regidores y escribanos, cédula de Audiencia de la Nueva España, Valladolid, 30 de abril de 1556 ;

d)  respecto de los fieles sesmeros, y escribanos, y otros oficiales del consejo, se remite a la ley XIV, libro III, título séptimo, de las Leyes de recopilación,

e)  respecto de los alcaldes de la hermandad y alcaldes de mesa, se remite igualmente a la ley II, título séptimo, libro III, de la recopilación;

f)  respecto de los alguaciles mayores, cédula de 19 de marzo de 1581, 

g)  respecto de los alcaldes y oficiales de las casas de la moneda, ordenanza de 1563,

h)  de la residencia no escapa, ningún oficial real, ni el general de la flota de la Nueva España, ni su Almirante, Ministros y Oficiales, “como se dice en la Comisión al doctor Arias, juez de la contratación de Sevilla, de 14 de septiembre de 1591.

Otro principio fundamental de la residencia era su carácter inquisitivo, oficial. Por lo visto, en la Nueva España se introdujo la práctica de abrir residencia solamente cuando “es a pedimento de parte”, contra cuya práctica se expide la cédula de 28 de junio de 1568 en el Escorial, mandando: “que cada y cuando se ovieren de proveer los dichos corregimiento y alcaldías mayores, deis orden que se tome residencia a aquellos, en cuyo lugar se proveieren y nombraren de nuevo al tiempo que lo fueren, para que las partes que oveiren querellas ayan y alcancen justicia.”

Pero, ¿qué clase de cargos se podían formular contra los residenciados? Existe una instrucción antigua, Madrid 12 de julio de 1530, para tomar las residencias a las justicias y ministros, en la cual se dice cómo se debe hacer una residencia, y los puntos fundamentales de la misma, y la remisión a lo que venimos exponiendo. Se trata claro está, de una responsabilidad universal o limitada: de entre cuyos posibles cargos, cabe resaltar los relativos a “agravios a los naturales della (de la Nueva España), tratando mal a sus personas, y llevándoles sus haciendas injustamente.”

He aquí otro ejemplo, esta vez en tierras mexicanas, en donde después de quejarse porque no se daba el pregón de la residencia de los corregidores, se ordena la inmediata residencia de todos aquellos que no la hubieren tenido para desagraviar a los naturales que hubieren sufrido  alguna merma o agravios en sus personas y en su hacienda: el juicio de residencia, actúa, debe subrayarse como instrumento idóneo de amparo y protección tanto de las personas (agravios a la persona); como de las haciendas y desde luego de los intereses reales.

Algo que también acompañaba a todas las provisiones y cédulas reales, era la obligación de remitir constante informes sobre la marcha de las residencias, con relación incluso detallada de las diversas causas.

Esta preocupación por recobrar informes obedece al deseo lógico de cerciorarse de la marcha de los asuntos de gobierno en ultramar; pero también obedece a la necesidad, casi obsesión, de vigilar los intereses hacendísticos del Estado, así como su estabilidad. Se ordenaba, al respecto, que se tomará bien cuidado de “las cuentas de los propios y sisas y repartimientos que se hubieren fechos; y que se enviara breve relación y sustancial de la renta de los propios y sisas y repartimientos de los gastos que fueren fechos; que se cobren las penas que en tiempo del corregirlo no se cobraron”, como se lee en la Instrucción, arriba citada, de 12 de julio de 1530.

Sin embargo, al lado de que esta preocupación de tipo económico, queda también abierto el camino para el amparo contra los agravios a las personas, y los daños contra las haciendas particulares.

Uno de tales agravios tenía que ser la prisión arbitraría. En efecto, siguiendo el mandato de las leyes castellanas, referente a las visitas de cárceles, los oidores del Perú: licenciados Cepeda y Alvarez, y doctor Tejeda, se opusieron a la prisión arbitraria perpetrada por el virrey contra un tal Antonio de Solar, a quien encontraron en la prisión, sin que hubiera mediado ningún auto de prisión, ni sentencia alguna; por lo cual procedieron a ponerlo en libertad, prestándole su apoyo frente al virrey. 
Este agravio del cual se ocupaba la misma justicia ordinaria, y de oficio, ¿podría ser alegado en el período de residencia?. Sin duda alguna, aunque sólo fuera porque, en su tiempo, no se había podido hacer contra el poder del virrey, pongo por caso; porque se trataba de las arbitrariedades que más alteraban el orden público, como lo demuestra el ejemplo citado:

Y duro esta porfía tanto, que se divulgó por la ciudad, y vino el Arzobispo de los Reyes (Lima), y con él otras personas de calidad, suplicando al visorey que suspendiera aquella justicia, y por tanto, suficiente para convertirse en un cargo grave contra el virrey (o autoridad en cuestión) a la hora de ser residenciado.

Esta presente la residencia de manera natural, y precisamente por ello se le constitucionaliza o se le pone al servicio del naciente Estado constitucional, en que se transformó España y sus colonias con la Constitución de 1812, y en el que México igualmente se transformó con sus constituciones peculiares de 1814 y 1824. A continuación se describe cómo se constitucionaliza.

1.2  CONSTITUCIONALIZACIÓN DE LA RESIDENCIA EN LA LEGISLACIÓN MEXICANA 

Esta fuera de toda duda el hecho de la constitucionalización del juicio de residencia, tanto por la obra de las Cortes de Cádiz (1810-1813) cuanto por los congresos mexicanos. Es decir, que estos constituyentes no sólo no derogaron las leyes anteriores sobre la materia, sino que de manera voluntaria las dejaron vigentes, adecuándolas a las nuevas exigencias del momento histórico, así como de la instauración del constitucionalismo.

La primera manifestación de la preocupación permanente por mantener el juicio de residencia es la relativa a la declaración de vigencia del cuerpo normativo por el que se regulaba. La llamada Constitución de Apatzingan, de 1814, obra insurgente, esto es, obra de quienes empuñaron las armas para sacudirse la opresión y la tiranía del gobierno colonial, como ellos se expresan, además de declarar vigentes las leyes anteriores que no se opusieran a dicha Constitución, dedican dos extensos capítulos a regular el juicio de residencia. Prueba irrefutable de la eficiencia de un sistema que, pese a sus altibajos, merecía la confianza del grupo insurgente de Morelos y podía adecuarse en términos nuevos al moderno constitucionalismo.

Otra evidencia de que para el legislador mexicano revestía una gran importancia el juicio de residencia para juzgar el proceder de los servidores públicos es el hecho de que se incluya en los diferentes ordenamientos constitucionales.

El punto de partida es la idea comúnmente aceptada de que la autoridad, salvo rey, debe responder ante la representación nacional y ante la justicia ordinaria, en su caso, de la responsabilidad en que incurra por violaciones a la Constitución y a las leyes, así como por lesión de derechos (la Constitución de 1812 no tiene declaración de derechos). 

En efecto, en la constitución de Cádiz de 1812, la residencia se consagra expresamente en el artículo 261, facultad sexta de las del Tribunal Supremo, cuyo tenor es:  “Conocer de la residencia de todo empleado público que esté sujeto a ella por disposición de las leyes.

Los sujetos de la residencia. Por lo anterior quedan sujetos al juicio de responsabilidad, en primer lugar, los miembros del poder ejecutivo (en ausencia de rey), de conformidad con en el decreto de 24 de septiembre de 1810, y los subsiguientes reglamentos de 16 de enero de 1811, de 26 de enero de 1812; o el de 8 de abril de 1813.

En segundo lugar, los secretarios del despacho, al tenor del artículo 226 constitucional; y los artículos IV y VIII del decreto de 16 de enero de 1811; capítulo IV del de 26 de enero de 1812; capítulo V del de 8 de abril de 1813.

Tercero, todo empleado público como indica el 261, facultad sexta de la Constitución; y luego el artículo 1 del Capítulo II del decreto de 24 de marzo de 1813, que trata de las “Reglas para hacer efectiva la responsabilidad de los empleados públicos”.

Cuarto, los diputados son igualmente responsables ante las Cortes, de manera singular o parlamentaria; véase, por ejemplo, además de los artículos correspondientes de la Constitución, los del Reglamento para el gobierno interior de las Cortes, del 4 de septiembre de 1813, capítulo V (artículos LII-LXII).

Finalmente, “ninguna autoridad o persona pública, de cualquier clase que sea, dará cumplimiento a la orden que carezca de este requisito (la firma del secretario); y si alguna lo hiciere será castigado como infractora de la Constitución con arreglo a las leyes”, dice el artículo V del capítulo III del nuevo Reglamento de la Regencia de 8 de abril de 1813. Por ello, también caen bajo la esfera de la residencia estos supuestos.

Materia de la residencia. Determinar el objeto material del juicio de responsabilidad es punto de gran trascendencia. La doctrina moderna suele distinguir tres tipos de responsabilidad funcionaria: la civil, penal y la administrativa. Como se ha expuesto, la responsabilidad de los residenciados, según las leyes castellanas e indianas, era universal e ilimitadas, sobre todo. Incluso se comprende a una gama de sujetos mucho más extensa: a toda autoridad o empleado, de cualquier clase, a excepción únicamente de la persona sagrada del rey.

Respecto de la substanciación del juicio. Se abordarán dos aspectos, uno sobre algunas medidas preventivas o previas; y el otro, acerca de la distribución de competencias entre la justicia ordinaria (jueces, tribunales menores, y el supremo), tribunal especial de residencia (para conocer de las causas de los magistrados del supremo) las facultades del rey, y otras de las mismas Cortes.

a)  Medidas precautorias. La primera de estas medidas es la suspensión automática, aunque provisional, del presunto responsable, por regla general: (sólo en casos menos graves debe instruirse el expediente, y luego acordarse la suspensión, o recomendar la efectúe el rey o la regencia, según el 253 y 336 de la Constitución). Y se causa desafuero, como previene el 28 del Reglamento de 10 de octubre de 1813. “...se ha de suspender de sus funciones a los individuos o corporaciones a quienes mande formar causa... Deben por el mismo hecho, quedar suspensos en el ejercicio de sus empleos”, como se lee en la Orden de 30 de marzo de 1813, menos conocida. Véase asimismo el artículo VIII del capítulo II del Decreto de 24 de marzo de 1813, además de los correspondientes de la constitución, respecto de los magistrados, jueces y las diputaciones provinciales.

Una segunda providencia previa, es la de la declaración de si hay lugar o no a la formación de causa de responsabilidad. Respecto a los magistrados y jueces, corresponde la declaración al superior inmediato, sólo para los del supremo, toca a las Cortes; por lo que mira a los empleados públicos, se sigue parecida jerarquía, ya que serán acusados ante sus respectivos superiores, o ante el rey, o jueces competentes, cuya primera providencia será acordar la referida suspensión. Respecto de los regentes del reino, es competencia sólo de las Cortes; en cuanto a los secretarios del despacho, y diputaciones provinciales, corresponde indistintamente al rey, o regencia, o a las Cortes; finalmente, de los demás altos funcionarios (como consejeros, embajadores, ministros de la contaduría) corresponde al supremo de justicia, o al rey; una tercera medida precautoria esta dada por la obligación de preferir a cualquier otro asunto, los relativos a las infracciones.

Finalmente, conviene recordar aquí también, como principio general, el universal derecho de todo español para ocurrir en queja por infracción de constitución ante los tribunales ordinarios, ante el rey o directamente a las Cortes.

b)  De la distribución de competencia. Además de las facultades encomendadas a las diversas autoridades, de que se mencionaron, en la instrucción de la causa, o declaración de haber o no lugar a su formación, el marco jurídico de la Constitución de Cádiz encomienda el conocimiento de las causas a las siguientes autoridades, según la naturaleza de los supuestos.

 Primero, de las de los magistrados del supremo de justicia, conocerá un tribunal especial (de residencia), nombrado por las Cortes: “en estas causas habrá lugar a súplica, pero no recurso de nulidad” puntualizada el Decreto de 24 de marzo de 1813.

Segundo, el supremo conocerá de las instruidas contra los magistrados de las audiencias, y demás tribunales especiales superiores; de la de los regentes, secretarios del despacho y demás altos funcionarios; de las de los individuos de las diputaciones; se admite la súplica y recurso de nulidad ante sala distinta del mismo tribunal supremo.

Tercero, mientras que las audiencias conocerán de las causas incoadas contra los jueces inferiores; se admite la pública y recurso de nulidad, “como en los negocios comunes...”

Cuatro, de las causas de los demás empleados conocerán los tribunales ordinarios competentes: se admite el recurso ante el tribunal o juez superior.

Los efectos de la residencia. En cuanto a los efectos, que produce la declaración de haber lugar a formación de causa, y en su caso, la resolución definitiva, se pueden distinguir dos clases: anulatorios de los actos contrarios al orden constitucional, y efectos de responsabilidad, propiamente tal.

Aunque no lo dijera ningún precepto de modo terminante, ni en la Constitución de Cádiz, ni en la mexicana de 1824, es obvio que todo acto contrario a la constitución y a las leyes es nulo de pleno derecho, y no hace falta que se declare en ningún sitio.

La Constitución de Cádiz si habla de la nulidad de estos actos en la doctrina del juramento. Sin embargo, léase, por vía de ejemplo, el juramento que debe prestar el rey, según el 173:

...juro por Dios y los santos evangelios...que guardaré y haré guardar la Constitución Política y leyes de la Monarquía española..., y la respetaré sobre todo la libertad política de la Nación, y la personal de cada individuo ; y si en lo que he jurado, o por parte de ello, lo contrario hiciere, no debe ser obedecido ; antes aquello en que contraviniere, será nulo y de ningún valor...

Los efectos estrictamente de responsabilidad se desglosan, a su vez, en varias especies. Ante todo, se convierte en definitiva la suspensión provisional en el cargo. Además recaerá sobre el responsable la inhabilitación, casi siempre absoluta, para el desempeño de cargos públicos.

Otro tipo de infracciones acarrean responsabilidad civil y o responsabilidad estrictamente penal. Veamos algunos ejemplos de esta última.

En primer lugar, puede entrañar la pena misma de muerte; la de destierro, como sucede con los delitos más graves calificados como de “Conspiradores”.

Otros delitos por infracción llevan aparejadas penas pecuniarias, y otra de tipo meramente correccional administrativo, como las reseñas en los artículos 5, 6, 7, 8, 9, 10, etc., del Reglamento de 30 de octubre de 1813.

Finalmente los que tipifican la infracción formal de la constitución o leyes, o quebrantamiento de las normas que arreglan el proceso; o los que lesionan derechos particularmente el de la libertad individual, acarrean penas o faltas diversas, según la gravedad. Verbigracia, se califica de prevaricador a los jueces que a sabiendas juzgan contra derecho, por efecto o desafecto hacia alguno de los litigantes; y si es por soborno o cohecho, será además tachado de infame; pierde el empleo de por sí, si obra con desidia habitual, o es de conocida ineptitud, sin contar otras responsabilidades en que pudiera incurrir. Se pena el descuido, o cuando el fallo lesiona ley expresa de las que arreglan el proceso, etc.

Como puede observarse la idea de sujetar a responsabilidad a toda autoridad y empleado público es muy firme y penetra a lo largo y ancho de la Constitución y disposiciones complementarias expedidas por las Cortes de Cádiz. Claro está, el juicio de residencia a sufrido una profunda adecuación, con la finalidad de ponerlo al servicio de la protección del orden legal y de los derechos de la persona. Se aprecia, en suma, que la adecuación es compleja, y que al tiempo que se reconoce y se recoge la residencia tradicional (encomendada al Tribunal Supremo) también se le adopta para hacer efectiva la responsabilidad en otros muchos supuestos, tal como ha quedado patente al ir repasando, en páginas anteriores, su constitucionalización. De manera que podemos hablar de un verdadero sistema de residencia o de responsabilidad. Los dos términos son sinónimos y complementarios, son una misma realidad.

Ahora bien, lo más importante del caso es la comprobación de que este mismo esquema de constitucionalización de la residencia o de juicio de responsabilidad, pasa casi textualmente, no sólo a la Constitución mexicana de 1824, sino inclusive a cada una de las constituciones de los estados de la misma unión mexicana.

Con frecuencia, la doctrina moderna ha polarizado y esquematizado en exceso nuestro modelo constitucional sobre si se asemeja o se aparta del modelo parlamentarista o presidencialista. Y esta esquematización cerebral no siempre es adecuada a la realidad histórica, por fría y por falta de imaginación. Es decir, puede tener el grave inconveniente de querer aplicar a México, a veces hasta de imponer como una camisa de fuerza, ciertas prerrogativas doctrinalmente puras e inobjetables del presidencialismo norteamericano, cuando no se usa el esquema también doctrinalmente, puro del parlamentarismo para mostrar cómo el caso mexicano no es un régimen parlamentario.

Tales disposiciones carecerían de trascendencia, si no fuera porque con esta manera de estudiar nuestro constitucionalismo se distorsiona totalmente la materia de la responsabilidad: se malinterpreta, por ejemplo, el principio del refrendo ministerial de los actos del presente, refrendo que, en el texto gaditano de 1812, así como en lo textos mexicanos de 1824 hasta el vigente de 1917, nada más obedece a una idea de responsabilidad; se malinterpreta la función de las Cortes (en la Constitución de 1812) o del Congreso mexicano (Constitución de 1824, 1857 hasta 1917), destinada a proteger el orden construido y los derechos de los particulares mediante el conocimiento y estudio de la infracción a al Constitución, mediante la resolución de las quejas presentadas ante dicha asamblea de representantes por los motivos referidos, mediante su participación, declarando si ha o no lugar a formación de causa en los expedientes de responsabilidad, etc.; se malinterpreta la idea del juicio político, que en México jamás existió hasta la reforma desafortunada de 1983; y, en fin, se malinterpreta el juicio por excelencia protector de la constitucionalidad: el amparo, el cual nace justamente desde dentro de esta tradición residencialista, como juicio de amparo y de responsabilidad.

La malinterpretación de toda esta materia constitucional, junto con el olvido por parte de la justicia de la Unión de amparar y consignar, como decían sus resoluciones durante el siglo pasado, ha hecho absolutamente inoperante dicho sistema de responsabilidad; ha creado una costumbre de impunidad absoluta respecto a los más graves actos de violación de la constitución, de las leyes, en perjuicio de los derechos y libertades del particular. La malinterpretación es tan grave y tan honda que parece natural, que ha parecido y sigue pareciendo natural el no castigar a la autoridad que, quebrantando la Constitución, se ensaña contra los derechos y libertad de la persona (detenciones arbitrarias, violación del domicilio, azotes, o malos tratamientos contra las personas hasta producirles inclusive la muerte); o el castigar como expresa la última y nefasta reforma de 1983, con la sola destitución e inhabilitación a los altos servidores públicos que violan grave y sistemáticamente las garantías constitucionales.

Ante esta tendencia cerebralista -que interpreta los preceptos constitucionales con mayor frecuencia y gusto comparándolo con exigencias ortodoxas o heterodoxas de otros patrones en vez de hacerlo en el contexto histórico, doctrinal, social y político en que fueron creados y discutidos- yo he querido resaltar esta tradición histórica de la residencia, que permite explicar, pienso que en mejores términos, el sistema de la responsabilidad de los actuales servidores públicos, llegando inclusive a afirmar la actual vigencia de no pocas de estas disposiciones jurídicas tradicionales, como sucede con las leyes sobre visita de cárceles, leyes sobre peculado y defraudación de los servidores públicos y la propia ley de 24 de marzo de 1813, ya que jamas se han derogado y se dispuso originalmente su vigencia para completar los preceptos constitucionales.

CAPITULO II

ANÁLISIS JURÍDICO DE LA RESPONSABILIDAD DE 

LOS SERVIDORES PÚBLICOS

El marco jurídico correspondiente a la responsabilidad  de los servidores públicos que origina en última instancia la procedencia del juicio político, está conformado por cuatro ordenamientos fundamentales de carácter federal: la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos y el Código Penal para el Distrito Federal en Materia del Fuero Común y para toda la República en Materia del Fuero Federal, los cuáles se analizan en el presente capítulo.

2.1  CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El establecimiento de un régimen adecuado de responsabilidades de los  servidores públicos ha sido un interés constante de todo sistema democrático constitucional y una de las características esenciales de todo Estado de derecho. La aspiración de los mexicanos en este sentido se ha reflejado, con mayor o menor acierto, en todos y cada uno de los documentos constitucionales que, desde nuestra lucha por la independencia, nos han regido.

A continuación se analiza el decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 1982, por el cual se reformaron y adicionaron diversos preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, fundamentalmente, el título IV (artículos 108 al 114), así como los demás artículos relacionados con el mismo (es decir, 22; 73, fracción VI base 4a.; 74, fracción V; 76, fracción VII; 94, 97, 127 y 134).

Como se sabe, el anterior decreto, junto con la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores  Públicos,
 la reforma al título décimo del Código Penal,
 y la relativa al llamado “daño moral” del Código Civil así como la creación de la Secretaría de la Contraloría General de la Federación,
 pretendieron proporcionar el marco jurídico apropiado para la “renovación moral de la sociedad”, postulada por el licenciado Miguel de la Madrid durante su campaña como candidato a la presidencia y cuya principal finalidad era proscribir la corrupción que había caracterizado al sistema político mexicano.

En términos generales, se puede afirmar que las adiciones, precisiones y supresiones realizadas por el constituyente permanente en diciembre de 1982 no justifican de manera alguna la modificación de todo un título de nuestra Constitución federal que se había conservado, casi sin variación, durante sesenta y cinco años. Las reformas adoptadas, si bien denotan una mejor técnica jurídica en su redacción, no afectaron la esencia; en realidad, son pocos los aspectos novedosos o los cambios trascendentales; el texto vigente conserva el sistema anterior (que, con ciertas salvedades, era satisfactorio) y, frecuentemente, sólo cambia la terminología. 
Aun cuando el texto anterior, en diversos aspectos, era deficiente y confuso, en buena medida se hubiera podido subsanar a través de la interpretación constitucional por los órganos jurídico-aplicadores, sin multiplicar innecesariamente las reformas a la Constitución.

Es claro que el texto original de la Constitución de 1917 mismo que había seguido básicamente lo dispuesto por la Constitución de 1857 y, sobre todo, por las reformas de 1874 a la misma, particularmente con la reiterada y confusa mención de los mal llamados “delitos o faltas oficiales” relativos a los actos u omisiones que pudieran redundar en perjuicio de los intereses públicos y del buen despacho, así como por la ineficaz intervención que se le dio al jurado popular para el conocimiento de ciertos de esos supuesto “delitos”, originó que los miembros del Congreso de la Unión, consciente o inconscientemente, al crear tardíamente la Ley de Responsabilidades de 1940, reglamentaria del referido título IV constitucional, pretendieran regular omnicomprensivamente no sólo las infracciones políticas o administrativas de los funcionarios públicos, sino también los delitos propiamente penales que éstos pudieran cometer, razón por la cual los congresistas derogaron el título correspondiente a la responsabilidad de los funcionarios públicos por delitos cometidos durante el encargo y que se contenía en el Código Penal de 1931, pero propiciando así la impunidad de varias conductas de éstos anteriormente típicas; esta grave situación, como se sabe, no se solucionó con la Ley de Responsabilidades de 1979, ya que esta última, en lugar de restablecer la vigencia del respectivo título del Código Penal, de manera inexplicable abrogó lisa y llanamente la Ley de Responsabilidades de 1940, convalidando la impunidad de los funcionarios y empleados públicos y, consecuentemente, fomentando la corrupción, en nuestro sistema.

Era urgente, pues, reformar el régimen de responsabilidades de los servidores públicos; en particular, la Ley de 1979 que, en vez de sancionar a prevaricadores, corruptos e incompetentes, había operado, se ha dicho, prácticamente como una ley de amnistía; pero para ello no era necesario derogar todo el título IV de la Constitución. En realidad, estas deficiencias no deben ser del todo atribuidas al constituyente originario, sino al poco cuidado del legislador ordinario. En realidad, las mismas se hubieran evitado si este último hubiera atendido, por ejemplo, al criterio sustentado al respecto por la Suprema Corte de Justicia desde 1929 y que, con ciertos matices, reiteró con posterioridad.

Ahora bien, tomando en cuenta que, a pesar de lo anterior, se reformó integralmente el título IV constitucional, se puede afirmar que, si bien contiene varios avances técnicos en relación con el texto original, aún adolece de ciertas deficiencias, algunas de las más relevantes me permitiré señalarlas en el desarrollo de este trabajo.

La primera “novedad” que surge con las reformas vigentes corresponde a la denominación del título IV; en efecto, en lugar de referirse a “las responsabilidades de los funcionarios públicos”, ahora se alude a “las responsabilidades de los servidores públicos”, a efecto de “establecer -dice la exposición de motivos- la naturaleza del servicio a la sociedad que compara su empleo, cargo o comisión”.

Esta modalidad, establecida para el ámbito federal, conforme a lo prescrito por el último párrafo del artículo 108 en vigor deberá adoptarse también por las constituciones de los estados de la República, las cuales precisarán “el carácter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados y en los Municipios”, para cuyo efecto las entidades federativas contaron con el plazo de un año, en los términos del artículo 2°. Transitorio del decreto constitucional respectivo.

Es claro que resulta deseable que esta nueva denominación contribuya no sólo a desterrar la común prepotencia y negligencia con que se han conducido innumerables servidores públicos de cualquier nivel, sino a hacer conciencia en la propia comunidad sobre la función de servicio que los mismos desempeñan y la conveniencia de exigirles el estricto cumplimiento de sus obligaciones, así como el correspondiente respeto a los derechos e intereses de los gobiernos.

A diferencia del texto constitucional anterior -primordialmente se refería a la responsabilidad de los llamados “altos funcionarios de la Federación” y su artículo 111 sólo encargaba al Congreso de la Unión la expedición de una ley de responsabilidades de todos los funcionarios y empleados de la Federación y del Distrito Federal- el artículo 108 vigente incluye, en forma reiterativa, como sujetos a las responsabilidades previstas por el título IV: “a los representantes de elección popular, a los miembros de los poderes Judicial Federal y Judicial del Distrito Federal, a los funcionarios y empleados, y, en general a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal”. De este modo, atendiendo al principio de igualdad ante la ley, se pretendió establecer la responsabilidad a nivel constitucional de todos los servidores públicos, “independientemente de su jerarquía, rango, origen o lugar de su empleo, cargo o comisión”.

Sin embargo, cabe advertir que, por una parte, el constituyente permanente omitió incluir como servidores públicos a los trabajadores y empleados de los órganos legislativo y judicial; por la otra y atendiendo a lo dispuesto por el artículo primero de la Ley Orgánica de la Administración centralizada y paraestatal, comprendiendo en esta última tanto a los organismos descentralizados como a las empresas de participación estatal, por lo que a pesar de los distintos principios jurídicos y económicos que rigen a las empresas públicas, sus trabajadores también se consideran servidores públicos y sujetos al régimen constitucional de responsabilidades.

Según los términos expresados del régimen  constitucional vigente, no se considera como servidor público, por ejemplo, al titular de la Contaduría Mayor de Hacienda -esto es, al titular del órgano técnico dependiente de la Cámara de Diputados y encargado de revisar la cuenta pública anual del gobierno federal y del Departamento del Distrito Federal- e incluso, dentro de tal concepto pueden quedar comprendidos los particulares que formen parte de comisiones, comités, asociados o juntas, cuyas tareas sean básicamente las de colaborar con los órganos estatales propiamente dichos en el desempeño de sus funciones. Así pues, será necesario que a través de una interpretación  constitucional idónea por los órganos competentes se precisen los alcances de este título y se establezcan los criterios apropiados para determinar quiénes deben ser considerados como servidores públicos de la federación o del Distrito Federal.

Por otra parte, además de los gobernadores de los estados y los diputados a las legislaturas locales -ya contemplados por el texto anterior- el actual artículo 108 señala a los magistrados de los tribunales superiores de justicia locales como “responsables por violaciones a esta constitución y a las leyes federales”, agregando en forma redundante “así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales”.

Como se observa, el texto constitucional no considera expresamente sujetos de responsabilidades federales a los presidentes municipales, ni a las demás autoridades de los ayuntamientos. Sin embargo, hay que recordar que el artículo 2° de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos señala como sujetos a la misma, además de los mencionados en el artículo 108 constitucional, a “todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos económicos federales”, con lo cual pudieran quedar comprendidos en ella no sólo dichas autoridades municipales sino infinidad de personas, incluso particulares. Es claro que esto último resulta inconveniente, por lo que será necesario que, en su oportunidad, los tribunales federales precisen la constitucionalidad y el auténtico alcance de tal disposición.

El artículo 109 en vigor establece, los lineamientos generales a los que deben ajustarse el Congreso de la Unión y las legislaturas locales, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, al expedir las leyes sobre responsabilidad de los servidores públicos, deslindando con claridad las diversas clases que se pueden presentar; es decir, según se trate de responsabilidades políticas, penales o administrativas, en tanto que el artículo 111 vigente alude a la responsabilidad civil de los servidores públicos. Cabe señalar que cada uno separados y distintos, prevé sanciones diferentes y los órganos encargados de adjudicarlas también varían según el tipo de responsabilidad.

El párrafo sexto del artículo 109 constitucional señala que “los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas -políticas, penales o administrativas- se desarrollarán autónomamente”; agregando en forma reiterativa a lo dispuesto por el artículo 23 constitucional, que “no podrán imponerse por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza”. De lo que antecede se desprende que, si bien no se puede duplicar un mismo tipo de responsabilidad por una sola conducta, no hay impedimento alguno para que esta última origine dos o más tipos de responsabilidad; esto es, se puede dar el caso de que una misma conducta acarree una sanción política o administrativa como una penal e, incluso, civil.

Convienen aquí advertir que, con respecto a los gobernadores de los estados y  los diputados y magistrados judiciales locales, éstos podrían ser sujetos no sólo de responsabilidad política, penal y civil de carácter federal sino, además, una vez que la legislatura local expidiera la respectiva ley de responsabilidades de servidores públicos, podrían incurrir a través de otras conductas en responsabilidad política o administrativa, a la vez que penal y civil de carácter local.

El último párrafo del mismo artículo 109, por su parte, establece expresamente: “Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, respecto de las conductas a las que se refiere el presente artículo”. Cabe advertir que el antiguo artículo 111 también concedía acción popular para denunciar ante la Cámara de Diputados delitos comunes u oficiales cometidos por los altos funcionarios de la Federación, pero carecía del calificativo “bajo su más estricta responsabilidad”, lo cual francamente, si bien tiende a eliminar las denuncias anónimas o apócrifas, también puede tener un efecto negativo en el sentido de intimidar a los ciudadanos para que se abstengan de denunciar los abusos de los servidores públicos por temor a incurrir en alguna responsabilidad penal o civil, ante las eventuales faltas procesales y las dificultades probatorias, lo cual resulta lamentable.

Responsabilidad política

La fracción I del artículo 109 constitucional establece la procedencia del juicio político para aquellos servidores públicos de “alta jerarquía” (si bien se cuida de no utilizar esta expresión) señalados en el artículo 110, “cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho”, correspondiendo a la ley reglamentaria del título cuarto establecer las causales respectivas. El segundo párrafo de esta fracción reitera lo previsto en forma general por el artículo 6o. constitucional, y de manera particular para los diputados y senadores federales por el artículo 61 del mismo ordenamiento, al proscribir la procedencia del “juicio político por la mera expresión de ideas”.

El nuevo artículo 110 constitucional, por su parte, regula los sujetos, sanciones y substanciación del juicio político. El párrafo tercero establece precisamente las sanciones, las cuales continúan consistiendo en la destitución y en la prohibición de volver a desempeñar cualquier otra función, empleo, cargo o comisión en el servicio público (desde uno hasta veinte años, según lo dispuesto por el artículo 8o. de la ley reglamentaria). Los párrafos siguientes del propio artículo 110 regulan el procedimiento que también sigue siendo, básicamente, el mismo: Acusación de la Cámara de Diputados -previa substanciación del procedimiento, con audiencia del inculpado, y declaración de la mayoría absoluta de sus miembros presentes- ante la Cámara de Senadores que, erigida en jurado de sentencia, resolvería a través de las dos terceras partes de los miembros presentes; la diferencia es que, acertadamente, las nuevas disposiciones establecen que las declaraciones y resoluciones respectivas serán tomadas sólo por los miembros presentes, mientras que antes se computaba como si los ausentes votaran en contra de la acusación o, en su caso, condena del enjuiciado.
 Por otra parte, las declaraciones o resoluciones de ambas cámaras siguen considerándose inatacables; cabe advertir, sin embargo, la procedencia del juicio de amparo en caso de no satisfacerse los presupuestos constitucionales.
 
Asimismo, el artículo 114 vigente establece que el juicio político sólo podrá  iniciarse durante el periodo del  encargo y dentro de un año después, no pudiendo exceder la substanciación del procedimiento de un año.

Es necesario advertir que aquí se utiliza la expresión “responsabilidad política” como aquella que puede atribuirse a un servidor público de alta jerarquía como consecuencia de un juicio político seguido por presuntas infracciones graves de carácter político, con independencia de que las mismas configuren o no algún delito sancionado por la legislación penal común; como se apuntó, la sanción en el juicio político se concreta a la destitución e inhabilitación del servidor público responsable políticamente y sólo en el caso de que la infracción política tipifique también algún delito se requerirá, entonces, que la presunta responsabilidad penal del servidor público, una vez removido del cargo, se sustancia ante los tribunales ordinarios.

Las infracciones de carácter político, pues, se refieren a aquellos actos u omisiones de los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones y que redundan en perjuicio de los intereses público fundamentales o de su bien despacho, los cuales se encuentran previstos por el artículo 7o. de la ley reglamentaria y, a diferencia de la precisión y objetividad de los tipos que es peculiar al derecho penal, las causas del juicio político se caracterizan por su vaguedad, cuya tipificación depende en buena medida de los criterios imperantes entre los miembros de las cámaras.

De este modo, el juicio político se presenta como un instrumento para remover a los servidores públicos de alta jerarquía (ya sea por incompetencia, negligencia, arbitrariedad, deshonestidad, etc.), pero sin entregar a un órgano político, como necesariamente es el Congreso, la potestad para privarlo del patrimonio o de la libertad, función esta última que exige la imparcialidad de un juez en sentido estricto, para evitar los excesos de la pasión política.

La fracción II del artículo 109 se refiere a la responsabilidad penal de los servidores públicos por la comisión de delitos, la cual debe perseguirse y sancionarse en los términos de la legislación penal común, ya sea federal o local; de este modo, se derogó atinadamente el juicio por jurado popular que el antiguo artículo 111 preveía para los llamados delitos oficiales y que, en la práctica, por lo general concluía con la absolución del procesado por dicho jurado, atendiendo a “razones de equidad”, pues se estimaba que sólo se procedía en contra de carteros y mecanógrafas en tanto se dejaba impunes a los funcionarios de mayor jerarquía.

A efecto de superar la presunta inconstitucionalidad de la privación de la propiedad prevista para el enriquecimiento inexplicable por las anteriores leyes sobre responsabilidad de los funcionarios públicos, el penúltimo terminará los casos y circunstancias en los que se deba sancionar penalmente por causas de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el tiempo de su encargo, o por motivos del mismo, aumenten sustancialmente su patrimonio sin que puedan justificar su procedencia lícita; disponiendo que, lo anterior, además de las penas que correspondan, se sancionará con el decomiso y con la privación de la propiedad sobre dichos bienes, para cuyo efecto se reformó también el artículo 22 constitucional. Los dos últimos párrafos del artículo 111 vigente, por su parte, establecen ciertas características de las sanciones económicas para el caso de delitos patrimoniales cometidos por servidores públicos; estos preceptos, estrictamente, están fuera de lugar pues no corresponden a disposiciones materialmente constitucionales.

Ahora bien, a efecto de proteger la función constitucional desempeñada por ciertos servidores públicos, con respecto de posibles agresiones de las demás ramas de gobierno, el artículo 111 en vigor conserva y amplía la institución de la inmunidad procesal de ellos -antiguamente llamada en forma equívoca “fuero constitucional” y que, después de haber sido severamente criticada, ahora es denominada, eufemísticamente, “declaración de procedencia”, pero cuyo significado y alcance jurídicos siguen siendo exactamente los mismos-; para evitar los abusos que tal inmunidad ha propiciado en la práctica, hubiera sido conveniente limitarla un tanto, por lo menos, en cuanto que no operara en caso de delitos flagrantes, tal y como ocurre en otros sistemas jurídicos.

Sin embargo, esto no fue así sino que, incluso, se aumentaron los sujetos respecto de los cuales no se puede proceder en su contra por los delitos que hayan cometido durante el encargo, sin previa declaración de procedencia por mayoría absoluta de los miembros presentes de la Cámara de Diputados; así, además de los senadores y diputados al Congreso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia, los secretarios de Estado y el procurador general de la República, el artículo 111 vigente extiende esta prerrogativa a los jefes de departamento administrativo, al jefe del departamento del Distrito Federal y al procurador general de justicia del Distrito Federal. Por otra parte, no deja de llamar la atención que, en todo caso, no se haya otorgado la inmunidad procesal respectiva a los magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, pero sí se les haya concedido, como se verá, a sus equivalentes en los diversos estados de la República.

A los anteriores cabe agregar, por supuesto, al presidente de la República que, durante el tiempo de su encargo y en forma similar a lo dispuesto por el texto anterior, los párrafos segundo del artículo 108 y cuarto del 111 en vigor establecen que sólo podrá ser acusado por al Cámara de Diputados por traición a la patria y delitos graves del orden común, debiendo resolver la Cámara de Senadores con base en la legislación penal aplicable. De esta manera y a pesar de que la doctrina ha insistido sobre la necesidad de que se defina lo que debe entenderse por “delitos graves del orden común”, e incluso, ha propuesto soluciones, el constituyente permanente hizo caso omiso y persiste la laguna respectiva; al respecto, parece aconsejable reanudar la tradición interrumpida en 1857 y especificar concretamente en la Constitución los delitos por los que puede ser acusado el presidente durante el tiempo de su encargo.

Es necesario advertir que la disposición mencionada en el párrafo anterior no consagra la impunidad del presidente de la República respecto de los demás delitos sino, sencillamente, establece la inmunidad temporal del mismo durante el periodo del encargo para proteger así la buena marcha de sus funciones; una vez concluidas éstas, es claro que se puede proceder penalmente en su contra, ante los tribunales competentes, por cualquier delito que haya cometido. En realidad, la única inmunidad absoluta prevista por nuestro régimen constitucional se concreta a las opiniones que manifiesten los diputados y senadores en el desempeño de sus cargos, en beneficio de la libertad parlamentaria,
 pero incluso los mismos son en todo momento penalmente responsables por cualquier otra conducta típica, previa declaración de procedencia.

Asimismo, se establece la inmunidad procesal por delitos federales a los gobernadores de los estados, diputados locales y magistrados de los tribunales superiores locales- estos últimos no contemplados anteriormente-, con otra innovación:  “la declaración de procedencia será para el efecto de que se comunique a las legislaturas locales, para que en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda”, reservando así a las legislaturas locales la decisión última sobre la conveniencia o no de satisfacer el requisito de procedibilidad en contra de un funcionario estatal por un presunto delito federal.

Ahora bien, el artículo 112 en vigor establece que no se requerirá declaración de procedencia de la Cámara de Diputados cuando los servidores públicos correspondientes cometan algún delito durante el tiempo que se encuentren separados de su encargo (ya que lo que se protege es la función no al funcionario); pero sí necesaria en caso de que los mismos vuelvan a ocupar alguno de los nuestros protegidos con tal inmunidad.

Responsabilidad administrativa

La fracción III del artículo 109 vigente contempla la responsabilidad administrativa de los servidores públicos, la cual no estaba antes prevista constitucionalmente, procediendo por “aquellos actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones”; es claro que, aun cuando no se precise, la “lealtad” que demanda dicha fracción se refiere hacia las instituciones jurídicas del Estado, mas no hacia determinado funcionario, grupo o partido político.

El artículo 113, por su parte, establece que las causas de responsabilidad administrativa, las sanciones respectivas, así como los procedimientos y las autoridades para aplicarlas se determinarán por las leyes sobre responsabilidades de los servidores públicos, previendo igualmente que entre tales sanciones se contemplarán la suspensión, destitución e inhabilitación, así como las sanciones económicas, las cuales deberá fijarse de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por sus actos u omisiones; pero que no podrán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños y perjuicios causados.

Conviene aquí aludir a la facultad conferida al poder judicial federal, conforme a la fracción XVI del artículo 107 constitucional, para separar de su cargo a la autoridad responsable en un juicio de amparo y consignarla ante el juez de distrito correspondiente, cuando, una vez concedido el amparo, insista en ejecutar el acto reclamado o pretenda eludir la sentencia respectiva; como se observa, independientemente del delito que se configure, la sanción consistente en la separación del cargo para estos casos se equipara a la prevista en ocasiones para la responsabilidad administrativa de los servidores públicos e incluso, puede aplicarse a aquellos de alta jerarquía sujetos a juicio político, habiéndose llegado a presentar en la práctica esta última posibilidad.

Por otra parte, el cuarto párrafo del artículo 63 constitucional establece que incurrirán en responsabilidad los diputados o senadores electos que, sin causa justificada a juicio de la cámara respectiva, no se presenten a desempeñar el cargo dentro de los treinta días siguientes a la apertura de sesiones.

Responsabilidad civil

El antepenúltimo párrafo del artículo 111 en vigor, de manera similar al artículo 114 anterior, sencillamente establece que “en demandas el orden civil que se entablen contra cualquier servidor público no se requerirá declaración de procedencia”.

Es claro que la responsabilidad civil de los servidores públicos no se contrae a sus actos en tanto particulares, sino también a todos aquellos actos en el desempeño de su cargo, o con motivo del mismo, que dolosa o culposamente causen algún daño al propio Estado o a los particulares, con la obligación reparatoria o indemnización correspondiente. Sin duda, el sistema mexicano vigente de responsabilidad civil de los servidores públicos y la mera responsabilidad subsidiaria del Estado, debe complementarse de tal manera que se haga más operativo y eficiente.

2.2  LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

Existen muchas definiciones y conceptos de lo que debe entenderse como fiscalización; sin embargo, se hará una interpretación de lo que diccionarios y textos sobre la materia han considerado como tal, incorporándole la esencia de lo que la función misma maneja y opera en la realidad:

Es la acción por medio de la cual se evalúan y revisan las acciones de gobierno considerando su veracidad, razonabilidad y el apego a la ley. 

Si se trata de analizar el fondo y contenido de lo que esta simple definición considera, se encuentra que cubre, en términos generales, todos los aspectos importantes de lo que es la función de fiscalización, como se entiende y conoce en México:

·  Motiva una acción, es decir, el hecho o ejecutar una serie de movimientos, ejercicios o trabajos.

· Evaluar y revisar. Para que existan estas acciones debe suponerse la existencia de documentación, información, bienes, derechos y obligaciones, cualesquiera que sea su naturaleza, así como sistemas y mecanismos por medio de los causes se realizan las cosas, ya que estas acciones o pueden ejercitarse si no hay existencia física y material de algo que pueda traducirse en documento gráficos.

· La evaluación y revisión pueden llevarse a efecto principalmente a través de las siguientes formas:

· Estudio, análisis y evaluación de documentos e informes.

· Estudio, análisis y evaluación de sistemas, mecanismo y procedimientos.

· Estudio, análisis y evaluación de hechos y operaciones.

· Acciones de gobierno. Debiendo entenderse como tales, aquellas actividades que el representante de una nación ejecuta en razón de su existencia y que pueden resumirse en:

· Obtención de ingresos y recursos necesarios para hacer frente a sus funciones.

· Administración y ejercicio o gasto de dichos recursos, aplicándolo en forma congruente y eficiente a la prestación de servicios y apoyos a la comunidad que representa.

· Administración de bienes y recursos propiedad de la nación.

· Veracidad y razonabilidad. Estos conceptos representan los requisitos mínimos que deben atenderse en las acciones de gobierno y comprenden la autenticidad, eficiencia y eficacia.

· Apego a la Ley. Al respecto conviene destacar que en todo gobierno los requisitos, mecanismo, instrucciones, mandatos y controles, se encuentran plasmados y contenidos en una normatividad que abarca leyes, reglamentos, decretos y acuerdos de carácter general y particular, los que se complementan con ordenamientos expedidos en forma interna por todos los órganos que integran el Gobierno Federal y que en conjunto surgen con apoyo en el máximo ordenamiento de nuestro país: la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Interpretada y entendida de esta forma la fiscalización, se ha dejado al final el estudio de los ejecutores de la fiscalización o fiscalizadores.

En México se puede definir la existencia de tres niveles de fiscalización del Gobierno Federal que se dan por dependencias y se cometan en lo individual en capítulos posteriores. Enseguida se exponen, en términos generales, las características de cada uno:

1- La fiscalización que se da por el Poder Legislativo sobre el Poder Ejecutivo, se realiza por el órgano técnico de la H. Cámara de Diputados, llamado Contaduría Mayor de Hacienda. Podría decirse que este nivel de fiscalización es equiparable a una auditoria externa al Poder Ejecutivo.

La función primordial de la Contaduría Mayor de Hacienda es revisar las cuentas públicas que por ley presenta el Poder Ejecutivo al Poder Legislativo; en consecuencia, comprende toda la Administración Pública Federal tanto la que se conoce como centralizada (Secretarías de Estado y Departamento del Distrito Federal) y la paraestatal (sociedades con participación mayoritaria o minoritaria, organismos descentralizados y fideicomisos), así como los poderes Legislativo y Judicial.

El hecho de que la revisión practicada por la Contaduría Mayor de Hacienda se realiza sobre la información contenida en cuentas públicas, implica que se efectúe sobre hechos pasados, por lo que puede decirse que es una revisión a posteriori.

2. La fiscalización que se da dentro del Poder Ejecutivo, se realiza en forma directa por la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo y se apoya en las contralorías internas ubicadas en la mayoría de las entidades y dependencias del Gobierno Federal. En este caso podría decirse que este nivel de fiscalización es equiparable a una auditoria interna del Poder Ejecutivo.

La función principal de la Secretaría de la Contraloría General de la Federación es revisar y ejercer control sobre las aciones que realizan las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal tanto centralizada como paraestatal, vigilando la actuación de los funcionarios y empleados que la integran.

La revisión que lleva a cabo la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo de la Federación pudiera considerarse como duplicatoria de las que lleva a efecto la Contaduría Mayor de Hacienda; sin embargo, esto no se da en virtud de que:

· Las acciones realizadas por el Gobierno Federal son de tal magnitud, que las dos instituciones no pueden abarcar la revisión total de las mismas.

· Los objetivos de revisión son diferentes.

· Los momentos de revisión también son diferentes; la Contaduría realiza sus intervenciones a posteriori  y la SECODAM, independientemente de que puede intervenir a posteriori, tiene facultad y oportunidad de intervenir en forma concomitante a la realización de las acciones de gobierno.

3. La fiscalización que se da por el Poder Ejecutivo a través de diversas dependencias y entidades sobre contribuyentes u obligados al pago de impuestos, derechos, productos y aprovechamientos, así como también terceros obligados al cumplimiento de disposiciones legales.

Con respecto a la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal dispone como parte de sus atribuciones las siguientes:

“I.    Organizar y coordinar el sistema de control y evaluación gubernamental. Inspeccionar el ejercicio del gasto público federal, y su congruencia con los presupuestos de egresos;

VII.  Realizar, por sí o a solicitud de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o de la coordinadora del sector correspondiente, auditorías y evaluación a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, con el objeto de promover la eficiencia en su gestión y propiciar el cumplimiento de los objetivos contenidos en sus programas;

VIII.  Inspeccionar y vigilar, directamente o a través de los órganos de control, que las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal cumplan con las normas y disposiciones en materia de sistemas de registro y contabilidad, contratación y remuneraciones de personal, contratación de adquisiciones, arrendamientos, servicios y ejecución de obra pública, conservación, uso, destino, afectación, enajenación y baja de bienes muebles e inmuebles, almacenes y demás activos y recursos materiales de la Administración Pública Federal.

XIV. Informar periódicamente al Ejecutivo Federal, sobre el resultado de la evaluación respecto de la gestión de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como de aquellas que hayan sido objeto de fiscalización, e informar a las autoridades competentes, cuando proceda del resultado de tales  intervenciones y, en su caso, dictar las acciones que deban desarrollarse para corregir las irregularidades detectadas.

XV.  Recibir y registrar las declaraciones patrimoniales que deban presentar los servidores públicos de la Administración Pública Federal, y verificar su contenido mediante las investigaciones que fueren pertinentes de acuerdo con las disposiciones aplicables;

XVI.  Atender las quejas e inconformidades que presenten los particulares con motivo de convenios o contratos que celebren con las dependencias y entidades de la Administración Pública federal; salvo los casos en que otras leyes establezcan procedimientos de impugnación diferentes.

XVII.  Conocer e investigar las conductas de los servidores públicos, que puedan constituir responsabilidades administrativas; aplicar las sanciones que correspondan en los términos de ley y, en su caso, presentar las denuncias correspondientes ante el Ministerio Público, prestándose para tal efecto la colaboración que le fuere requerida.”

2.3  LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, vigente, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 31 de diciembre de 1982 y ha sido modificada por últimas veces mediante decretos publicados los días 10 de enero de 1994 y 12 de diciembre de 1995.

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (LFRSP) señala en su artículo primero que tiene por objeto reglamentar el título cuarto constitucional en materia de:

“I. Los sujetos de responsabilidad en el servicio público;

II.  Las obligaciones en el servicio público;

III.  Las responsabilidades y sanciones administrativas en el servicio público, así como las que se deban resolver mediante juicio político;

IV.  Las autoridades competentes y los procedimientos para aplicar dichas sanciones;

V.  Las autoridades competentes y los procedimientos para declarar la procedencia del procesamiento penal de los servidores públicos que gozan de fuero, y

VI.  El registro patrimonial de los servidores públicos.

Son sujetos de la ley, los servidores públicos mencionados en el párrafo primero y tercero del artículo 108 constitucional y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos económicos federales.

La ley dispone que las autoridades competentes para aplicar la presente ley serán:

I.  Las Cámaras de Senadores y Diputados al Congreso de la Unión;

I.bis. La Asamblea de Representantes del Distrito Federal.

II.  La Secretaría de la Contraloría General de la Federación;

III.  Las dependencias del Ejecutivo Federal;

IV.  El Departamento del Distrito Federal;

V.  La Suprema Corte de Justicia de la Nación;

VI.  El Consejo de la Judicatura del Distrito Federal;

VII.  El Tribunal Fiscal de la Federación;

VIII.  Los tribunales de trabajo, en los términos de la legislación respectiva;

IX.  Los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes.”

Por otro lado, cuando los actos u omisiones materia de las acusaciones queden comprendidos en más de uno de los casos sujetos a sanción y previstos en el artículo 109 Constitucional, los procedimientos respectivos se desarrollarán en forma autónoma e independiente según su naturaleza y por la vía procesal que corresponda, debiendo las autoridades a que alude el artículo anterior turnar las denuncias a quien deba conocer de ellas. No podrán imponerse dos veces por una sola conducta, sanciones de la misma naturaleza.

La LFRSP esta estructurada en cuatro títulos con sus respectivos capítulos de la siguiente forma:

· Título Primero.

Capítulo Unico. Disposiciones Generales.

· Título Segundo. Procedimientos ante el Congreso de la Unión en materia de juicio político y declaración de procedencia.

Capítulo I. Sujetos, causas de juicio político y sanciones.

Capítulo II. Procedimiento en el Juicio político.

Capítulo III. Procedimiento de la Declaración de Procedencia.

Capítulo IV. Disposiciones Comunes a los Capítulos I y II.

· Título Tercero. Responsabilidades Administrativas.

Capítulo I. Sujetos y obligaciones del Servidor Público.

Capítulo II. Sanciones administrativas y procedimientos para aplicarlas.

· Título Cuarto.

Capítulo Unico. Registro patrimonial de los servidores públicos.

Como puede observarse, la LFRSP incluye en su título segundo la reglamentación correspondiente al juicio político, materia de tesis, el cual será revisado y analizado en el capítulo IV de esta tesis.

2.4  CÓDIGO PENAL 

Desde su promulgación en 1931 el Código Penal para el Distrito Federal ha sido objeto de numerosas reformas. En los primeros cincuenta años de su vigencia, esas reformas no se proponían alterar los principales fundamentos del Código. Esta última ha sido la tendencia, en cambio, a partir de 1983 y, sobre todo, a partir de la vasta serie de enmiendas introducidas a él en 1984.

Expresión importante de la campaña de renovación moral emprendida por el licenciado Miguel de la Madrid Hurtado, son las reformas introducidas al Código Penal para el Distrito Federal ley promulgada en el Diario Oficial de 5 de enero de 1983. Esas reformas recaen primordialmente en el título décimo del libro segundo, relativo a los delitos de los servidores públicos, como ahora se denomina y tangencialmente en los artículos 24, número 18, 30 fracción III, número 4, 85 y 90 número 1, letra e), todos del libro primero.

Las reformas al título décimo del libro segundo respondían básicamente al propósito de reforzar el derecho penal del servidor público en lo que de probidad o moralidad envuelve su misterio. Las reformas se encaminaron, pues, sobre todo, a reprimir acciones de corrupción no previstas y a modificar y enriquecer algunas de las ya existentes al respecto. Se trataba al mismo tiempo, de elevar la penalidad que acompañaba a los delitos de los servidores públicos. 

Topográficamente por así decirlo, se utilizó el mismo articulado sin variar su numeración correlativa, introduciéndose alteraciones en la interna sistemática del título segundo para dar cabida a las nuevas figuras, que se multiplican en número apreciable. Esto ha generado, es cierto, algunas superposiciones conceptuales en el rótulo de varios capítulos, a cambio de transformar profundamente el contenido y alcance del conjunto.

Ese conjunto de tipos delictivos responsa con claridad a la concepción existente de la materia en las legislaciones penales del pasado siglo.

En ella el funcionario aparecía desvinculado del simple ciudadano y situado en una posición de preeminencia desde la cual podía incurrir en abusos de autoridad, ya respecto del público en general, ya respecto de sus subalternos; en irregularidades formales en relación al servicio público, y en atentados contra la integridad patrimonial de la administración.

Esa concepción, basada sobre otra realidad económica, no preveía la proyección que para el eventual comportamiento delictivo del servidor público podía tener su constante y obligado contacto con particulares, que a diario deben recurrir a una resolución del servidor público para llevar adelante sus iniciativas de orden económico.

Sobre el modelo de las reformas introducidas al artículo 108 de la Constitución, el artículo 212 del Código Penal, primero del título relativo a los servidores públicos, ofrece una indicación de quienes son tales, indicación de que carecía el Código. Ella vale tanto para este grupo de delitos cuanto para el del título siguiente, a saber; el de los delitos cometidos en la administración de justicia.

La ley penal tiene ahora por servidor público a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública federal centralizada o en la del Distrito Federal, organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, organizaciones y sociedades asimiladas a éstas, fideicomisos públicos, en el Congreso de la Unión, o en los poderes Judicial Federal y Judicial del Distrito Federal, o que manejen recursos económicos federales. Son aplicables además, las disposiciones del título décimo a los gobernadores de los estados, a los diputados a las legislaturas locales y a los magistrados de los tribunales de justicia locales, por la comisión de delitos previstos en este título, en materia federal.

Esta indicación de sujetos activos posibles reposa, como podrá advertirse, en la circunstancia objetiva de que desempeñen un empleo, cargo o comisión en el amplio ámbito de la administración que el precepto señala, amplitud que es resultado de la expansión de los cometidos estatales en los últimos decenios y de las diversas formas que ellos han ido asumiendo. Expresión de esto mismo es la participación de sanciones que hace el segundo párrafo del artículo respecto de “cualquier persona que participe en la perpetración de alguno de los delitos previstos en este Título o el subsecuente”. No es lugar este para extenderse en torno de los problemas técnicos, principalmente participativos, que puede generar esta equiparación. Interesa volver a destacar, sin embargo, la preocupación de la ley por extender la responsabilidad, cuando sea el caso, a la convivencia, hoy más frecuente que antes, del privado en ciertos manejos delictivos del funcionario.

Nuevo es también el artículo 213, que establece bases específicas de conmiseración de la pena para esta clase de delitos, a modo de réplica de las bases generales del artículo 52. Aquí debe el juez tomar en cuenta: a) si se trata de trabajador de base o de empleado de confianza; b) la antigüedad en el empleo; c) los antecedentes de servicio; d) las percepciones; e) el grado de instrucción; f) la necesidad de reparar los daños y perjuicios causados por la conducta ilícita y g) las circunstancias especiales de los hechos constitutivos del delito. Dispone la ley que la categoría de empleado o funcionario de confianza será una circunstancia que podrá dar lugar a una agravación de la pena.

Las nuevas figuras delictivas, se dan en número apreciable, son aquí objeto de una mención más que de una exégesis o interpretación.

a)  Las tradicionales formas de delincuencia funcionaria no han experimentado alteraciones importantes. En el “Ejercicio indebido de funciones públicas” antes capítulo I. ahora capítulo II bajo el rótulo de “Ejercicio indebido del servicio público”, se han suprimido algunas figuras insignificantes y se han agregado dos figuras nuevas. La primera artículo 214, fracción III) es la del funcionario que no da cuenta escrita al superior jerárquico de cualquier acto u omisión de que tiene conocimiento por razón del empleo y que pueda afectar gravemente el patrimonio o los intereses de alguna dependencia pública. La segunda (artículo 214, fracción IV) es la del que por sí o por interpósita persona sustraiga, destruya, oculte, utilice o inutilice ilícitamente información o documentación a la que tenga acceso; custodie o conozca por razón de empleo.

b)  En materia de “Abusos de autoridad” (capítulo III) aparecen en el artículo 215 como figuras nuevas la de otorgar empleo, cargo o comisión públicos, o contratos de prestación de servicios profesionales o mercantiles o de cualquiera otra naturaleza, que sean remunerados, a sabiendas de que no se prestará el servicio para el que se les nombró, o no se cumplirá el contrato otorgado (fracción X); la de autorizar o contratar a quien se encuentra inhabilitado por resolución firme de autoridad competente para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público (fracción XI), y la de acreditar como servidor público a cualquier persona que realmente no los desempeñe (fracción XII).

Por otra parte, la fracción VI de este artículo 215, que era fracción X del antiguo artículo 213, se ve ampliada y mejor precisada. Ahora que, “sin los requisitos legales, reciba como presa, detenida, arrestada o interna a una persona o la mantenga privada de su libertad, sin dar parte del hecho a la autoridad correspondiente; niegue que está detenida, si lo estuviese; o no cumpla la orden de libertad girada por la autoridad competente”.

Se suprime, por innecesario, el tipo del antiguo artículo 213, fracción IV (“ejecutar cualquier otro acto arbitrario y atentatorio a los derechos garantizados en la Constitución”).

Las penas resultan considerablemente aumentadas (últimos dos párrafos del artículo 215).

c)  De la llamada coalición de servidores públicos (capítulo IV) se excluye en la reforma a “los trabajadores que se coliguen en el ejercicio de sus derechos constitucionales o que hagan uso del derecho de huelga”.

Las penas se aumentan por sobre el triple (artículo 216).

d)  Bajo el nuevo epígrafe de “Uso indebido de atribuciones y facultades”, el capítulo V crea numerosos tipos, ya asociados a la idea  de corrupción (artículo 217), consistentes en el indebido otorgamiento, aprovechamiento y uso de bienes de dominio de la Federación; B) de permisos, licencias o autorizaciones de contenido económico, y C) de franquicias, exenciones, deducciones o subsidios sobre impuestos, derechos, productos, aprovechamiento o aportaciones y cuotas de seguridad social, en general sobre los ingresos fiscales, y sobre precios y tarifas de los bienes y servicios producidos o prestados en la administración pública federal, y del Distrito Federal. Todavía hay un cuarto apartado, bajo la letra D), que incrimina el otorgamiento, realización o contratación indebidos de obras públicas, deudas, adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones de bienes o servicios o colocaciones de fondos y valores con recursos económicos públicos.

Podrá advertirse que estas figuras delictivas corresponden claramente al nuevo sesgo de la administración pública que ha venido poniéndose de resalto, en que el funcionario aparece en una relación de horizontalidad frente al administrado, quien como solicitante o promotor es también castigado. Es digno de observarse, sin embargo, que la ley no contiene el requerimiento de que estas conductas generen provecho económico en favor del agente. Para ello habrá que esperar las figuras del capítulo VIII.

A este mismo capítulo, tal vez por razones de ordenación sistemática, se ha desplazado la malversación en sentido estricto, antes prevista en el artículo 214, fracción VII.

e)  Al capítulo VII, dedicado a la “intimidación”, se han agregado dos tipos nuevos: 1) el del servidor público que por sí o interpuesta persona, utilizando la violencia física o moral, inhibida o intimide a cualquier persona para evitar que ésta o un tercero denuncie; formule querella o parte información relativa a la presunta comisión de una conducta sancionada por la ley penal o la Ley Federal de Responsabilidades de los Funcionarios Públicos, y 2) al mismo funcionario que, a causa de la denuncia, querella o información antedichas, realice una conducta ilícita u omita una lícita debida que lesione los intereses de las personas que las representan o aportan, o de un tercero (artículo 219). También estos preceptos se vinculan, aunque en forma ligeramente menos directa, a la vida de corrupción.

f)  En el “ejercicio abusivo de funciones públicas” (capítulo VIII), acuña la ley dos hipótesis de hecho estrechamente emparentadas, ya que no con las defraudaciones de los funcionarios, sí con las llamadas “negociaciones incompatibles”, previstas en más de una legislación. La primera consiste en el indebido otorgamiento de contratos, concesiones, permisos, licencias, autorizaciones, franquicias, exenciones, o la indebida realización de compras, ventas o actos jurídicos, que produzcan beneficios económicos al servidor público o a las demás personas que la ley señala, entre quienes se cuentan, además en ciertos parientes, quienes tengan con el servidor público vínculos afectivos, económicas, de dependencia administrativa directa y quienes, como él, formen parte de sociedades (artículo 220, fracción I). La segunda hipótesis de hecho concierne en su desempeño de tal y que por sí o por interpuesta persona hace inversiones, enajenaciones o adquisiciones, o cualquier otro acto que le produzca algún beneficio económico indebido a él o a las personas designadas en la fracción precedente (artículo 220, fracción II).

Estas dos previsiones vienen a llenar un importante vació de la legislación penal mexicana. Nótese que difieren de las figuras contenidas en el capítulo V (“Uso indebido de atribuciones y facultades”) en que en ellas se requiere positivamente el beneficio pecuniario del agente de las demás personas que señal la ley. Representan, un claro muro de contención a la corrupción administrativa.

g)  También lo representa las tres nuevas figuras previstas en el artículo 220, constitutivo del capítulo IX (“Tráfico de influencia”). En él se castiga la acción del servidor público de promover o gestionar la tramitación o resolución ilícita de negocios públicos ajenos a las responsabilidades inherentes a su empleo, cargo o comisión (fracción I); y al servidor público que solicite o promueva indebidamente cualquier resolución o la realización de una acto propio del desempeño de otro servidor público, que produzca beneficios para sí u otras personas que la ley señala (fracción III). Las dos figuras difieren en que la primera no requiere el beneficio económico del sujeto activo, y si la segunda.

Aparte estas dos disposiciones relativas al servidor público, la ley prevé ahora, como ha pasado a ser frecuente en este título décimo reformado, un delito del particular consistente en favorecer la conducta ilícita del servidor prevista en la fracción I o en prestarse a la promoción o gestión a que allí se hace referencia.

h)  El peculado es previsión antigua del Código, y no formulada de la mejor manera. En el capítulo correspondiente, el XII, la reforma ha agregado algunas nuevas figuras, que sistemáticamente no coincide demasiado con el tipo principal. Se castiga, en efecto, la utilización indebida por el servidor público de fondos públicos o el uso indebido de atribuciones o facultades para promover la imagen pública o social de su persona, su superior jerárquico o un tercero, o para denigrar a cualquier persona (artículo 223, fracción II). Concomitantemente aparece la incriminación de cualquier persona que solicite o acepte realizar las respectivas promociones o designaciones (fracción III). Finalmente, se ha desplazado a este artículo 223, fracción III, la hipótesis de hecho consistente en la distracción para usos propios o ajenos o la aplicación pública diferente de los recursos públicos federales hecha por cualquier persona que, sin tener el carácter de servidor público federal, está legalmente obligada a su custodia. No deja de ser sorprendente que ésta última previsión, no relativa  a un servidor público, encuentre sitio en el peculado, delito ministerial por antonomasia, mientras idéntica conducta realizada por un funcionario ha quedado en la fracción III del artículo 217, entre los tipos sobre uso indebido de atribuciones y facultades.

i)  Se llega así al enriquecimiento ilícito, que conforma el capítulo XIII y último de este título décimo.

Antecedente de esta figura, aunque no en forma de tal, se halla en el procedimiento de investigación sobre enriquecimiento inexplicable instituido en los artículos 85 a 92 de la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación, de 27 de diciembre de 1979, publicada en el Diario Oficial de 4 de enero de 1980. El artículo 109 reformado de la Constitución, por su parte, en su apartado penúltimo, encarga a las leyes determinar

“Los casos y las circunstancias en los que se deba sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el tiempo de su encargo, o por motivos del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten substancialmente su patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya procedencia no puedan justificar. Las leyes penales sancionarán con el decomiso y con la privación de la propiedad de dichos bienes, además de las otras penas que correspondan.”

La alusión de la fracción I a la Ley Federal de Responsabilidades de los Funcionarios Públicos no es del todo clara, pues ella no regula el modo de adquirir bienes o el de conducirse respecto a ellos. Otorgarle sentido a esa mención es, tal vez, tener en cuenta las reglas del título IV de esa ley, relativas al registro patrimonial de los servidores públicos, y en especial los artículos 86 a 90, que establecen ciertas prohibiciones para el servidor público en punto a solicitud, aceptación o recepción de donaciones  y otras ventajas.

Desde el punto de vista técnico penal la figura de enriquecimiento ilícito merece reparos. El Código no ha hecho otra cosa que reproducir el precepto constitucional al entender que “existe enriquecimiento ilícito cuando el servidor público no pudiere acreditar el legítimo aumento de su patrimonio o la legítima procedencia de los bienes a su nombre o de aquellos respecto de los cuales se conduzca como dueño en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos”. El tipo, pues, se erige sobre una situación, no sobre una conducta. 
Esta situación es la del aumento del patrimonio del funcionario durante el desempeño de encargo. Habría que entender que la conducta consiste en omitir acreditar que ese aumento es legítimo o que esos bienes constitutivos del aumento, como hay que comprende el precepto, son de legítima procedencia. Resulta así un tipo en que lo que cabría llamar conducta del reo es un hecho negativo, la imposibilidad de acreditar la licitud del aumento patrimonial comprobado en los términos de la vigente Ley Federal de Responsabilidades. 
El tipo carece, pues, de los contornos ineludiblemente necesarios para ser tal, esto es, la descripción clara y neta del acto u omisión que debe conformar su núcleo. Esta exigencia se sustituye aquí por una presunción que pone sobre el reo el onus probandi y que, en razón de ello, puede llegar a hacerlo víctima de graves injusticias.

CAPÍTULO III

LAS RESPONSABILIDADES DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS EN EL DERECHO COMPARADO

Desde el inicio de la actividad política de la humanidad, la sociedad siempre ha tenido la inquietud de la limitación del poder, exigiendo responsabilidad a los titulares de los órganos del gobierno, y baste recordar a los éforos en Esparta y los nomofilacos en Atenas, que de cierta manera vigilaban a los que ahora calificaríamos de altos funcionarios y tenían, al menos los primeros, facultades de carácter represivo. También podía utilizarse el ostracismo para desterrar a los hombres públicos que en algún momento se hacían sospechosos de intentar extralimitaciones.

Algo similar ocurrió en la República romana con algunas atribuciones restrictivas el Senado, y recordemos la prohibición que habían establecido para los cónsules en campañas militares de regresar a Roma sin autorización del propio Senado bajo penas severas, y el dramático episodio del cruce del Rió Rubicón por Julio César. En la Edad Media los teólogos autorizaron el tiranicidio cuando el soberano infringía las normas divinas o de derecho natural y cometía graves abusos con sus súbditos.

Pero en realidad, los diversos aspectos de la responsabilidad de los empleados y funcionarios públicos en un sentido moderno se desarrolló como muchas otras instituciones que sirvieron de modelo al constitucionalismo clásico, en la organización política inglesa, en la cual el Parlamento conquistó de manera paulatina facultades para sancionar a los colaboradores de la Corona que actuaran contra las normas que ahora calificaríamos de constitucionales, y que en gran parte tenían carácter consuetudinario, pero algunas fueron consagradas en documentos políticos obtenidos en la lucha contra las facultades autoritarias de los monarcas; para culminar, como es bien sabido, en el castigo máximo aplicado al soberano mismo.

En cuanto se fueron logrando mayores limitaciones al ejercicio del poder, se introdujeron mecanismos para exigir responsabilidad a los titulares de los órganos de autoridad y a sus colaboradores, especialmente en cuanto se consagró el sistema de la división o separación de las funciones, que siguiendo las enseñanzas de Carlos María de Secondat, barón de Montesquieu, se estableció como un verdadero dogma del constitucionalismo del siglo XIX, en virtud de que precísamente la distribución de poder entre varios organismos tenía y tienen el objetivo esencial de que cada uno de ellos sirva de freno y contrapeso a los demás, y uno de estos contrapesos es precisamente la exigencia de la responsabilidad a los funcionarios.

La frase responsabilidad de los funcionarios, calificados actualmente como servidores en la reforma del título IV de la Constitución federal promulgada en diciembre de 1982, posee varios significados que es necesario precisar brevemente como punto de partida de este breve trabajo.

Dicha responsabilidad, por otra parte, está estrechamente vinculada con la situación jurídica de un sector de los funcionarios a los cuales se considera necesario proteger para evitar que sus actividades se vean dificultades por la acción de otros funcionarios o los órganos del poder a los cuales estos últimos pertenecen. Estos instrumentos tutelares reciben la denominación de inviolabilidad e inmunidad, conocida la segunda entre nosotros con el nombre indebido de “fuero constitucional”.

La inviolabilidad surgió históricamente para proteger a los miembros del Parlamento inglés contra persecuciones de la Corona por sus opiniones o actividades de carácter legislativo, y actualmente es una regla prácticamente universal la de que los legisladores están provistos de esta inmunidad absoluta de manera que no pueden ser perseguidos por las expresiones o su conducta realizadas en ejercicio de sus funciones parlamentarias y que se extiende también al recinto o recintos en los cuales se efectúen. Como ejemplo del derecho mexicano se puede citar lo dispuesto por el artículo 61 de nuestra Constitución federal, según el cual los “diputados y senadores son inviolables por las opiniones que manifiesten en el desempeño de sus cargos y jamás podrán ser reconvenidos por ellas”. Además el mismo precepto confiere al presidente de cada una de las Cámaras del Congreso de la Unión la facultad de velar por el respeto al que califica como “fuero constitucional” de los miembros de la misma y por la inviolabilidad del recinto donde se reúnan a sesionar.

Esta inviolabilidad también se ha extendido a los jueces en relación con la interpretación de las disposiciones legislativas que realicen en sus resoluciones, siempre que no exista negligencia o mala fe en las citadas decisiones. También como un ejemplo se puede señalar lo dispuesto por el artículo 82 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación sobre que los ministros de la Suprema Corte de Justicia sólo serán responsables, al establecer o fijar la interpretación de los preceptos constitucionales en las resoluciones que dicten, cuando se compruebe que hubo cohecho o mala fe.

El otro sector de carácter tutelar relacionado con la responsabilidad de los funcionarios constituye una inmunidad de carácter procesal, es decir, que los propios funcionarios de alta jerarquía que están provistos de este instrumento, no pueden ser enjuiciados por los delitos o faltas graves que cometan, ya sea de carácter ordinario o bien con motivo de sus atribuciones oficiales, sin que previamente se cumplan determinados requisitos que suspendan la inmunidad, o bien su enjuiciamiento por un órgano determinado que sigue un procedimiento específico, en este segundo supuesto calificado generalmente como “juicio político”.

Desde otro punto de vista, y en relación con la responsabilidad de los que en el ordenamiento, se califica como “servidores públicos”, la misma puede dividirse en cuatro categorías, figurando en primer término la llamada responsabilidad política y que se reduce, en cuanto a su sanción, a la destitución e inhabilitación del considerado culpable de infracciones también de carácter político. Un segundo sector está constituido por la responsabilidad penal y que se traduce en el castigo de los delitos comunes u oficiales que cometa el funcionario respectivo. En tercer lugar consiste en la sanción a las faltas de carácter administrativo a través de amonestación, suspensión o inclusive destitución de los que hubiesen incurrido en ellas; y finalmente se puede configurar una responsabilidad patrimonial por conducto de la obligación de cubrir los daños y perjuicios ocasionados por lo empleados y funcionarios con motivo de sus actividades oficiales, ya sea a las entidades a las que pertenecen o a los particulares.

En el presente capítulo se analiza la legislación correspondiente de algunas naciones en el nivel internacional y del algunos Estados de la República en el ámbito del territorio nacional.

3.1  LA NORMATIVIDAD INTERNACIONAL

Conviene destacar que siempre en relación con la responsabilidad política y la  de carácter penal, se pueden señalar varios modelos para la sanción de los altos funcionarios, especialmente los pertenecientes al organismo ejecutivo y en ocasiones también al judicial, puesto que una regla casi universal es la relativa a que estas categorías de responsabilidades se exige, a los miembros del legislativo por los mismos cuerpos a los que pertenecen, con la posibilidad, de que la nación penal se aplique ante los tribunales ordinarios una vez que el organismos parlamentario ha decidido sobre la inmunidad de sus componentes.

Como sería prácticamente imposible proporcionar una visión panorámica de los diversos instrumentos establecidos para exigir las mencionadas responsabilidades, sólo se proporcionará una breve descripción de aquellos ordenamientos que han tenido mayor influencia o pueden servir de ejemplo para caracterizar una imagen aproximada de la situación actual de esta materia.

En primer lugar se puede hablar de un sistema angloamericano, que atribuye al organismo legislativo una función prominente en la exigencia de la responsabilidad política o también penal de los altos funcionarios del ejecutivo y judicial. Un segundo modelo es el español actual, que enmienda al tribunal supremo el enjuiciamiento de los miembros del gobierno y por ello se puede calificar de judicialista. Finalmente, se distingue un tercer sector representado por los ordenamientos que encomiendan el enjuiciamiento a organismos especializados, ya sea en forma exclusiva como ocurre con la Alta Corte francesa, o bien como parte de las funciones de justicia constitucional, como ocurre con los tribunales constitucionales establecidos en varios países europeos de acuerdo con el modelo de la Constitución federal austríaca de 1920.

3.1.1  EL IMPEACHMENT  ANGLO-ESTADOUNIDENSE 

Se ha afirmado con anterioridad la responsabilidad política y penal de los altos funcionarios del gobierno, se desarrollo en Inglaterra en cuanto el Parlamento fue conquistando atribuciones en su lucha con la Corona, y al haberse diversificado el primer tipo de responsabilidad, es decir, la estrictamente política, como un instrumento de equilibrio del sistema parlamentario en el cual el gobierno depende de la confianza del Parlamento, el sistema británico de responsabilidad implica el enjuiciamiento especifico de carácter penal.

En forma muy breve podemos afirmar que el sistema inglés se caracteriza por la acusación de la Cámara de los Comunes ante la Cámara de los Lores, esta última constituida para este efecto como High Court of Parliament, que actúa como órgano de sentencia respecto de los altos funcionarios del organismo ejecutivo, es decir del gobierno, en la inteligencia de cuando considera culpable al acusado, no sólo lo priva de la inmunidad, sino que le aplica la sanción establecida por las leyes penales. El ejemplo más dramático fue la ejecución de Carlos I en 1649, cuyo ejército fue derrotado por el encabezado por Oliverio Cronnwell, líder parlamentario, después de haber condenado a muerte a varios de los ministros del propio monarca, inclusive antes de la lucha armada.

El sistema estadounidense fue establecido por el artículo I, sección III; inciso c, de la Constitución federal de 1787, que atribuye al Senado federal la facultad exclusiva de juzgar políticamente a todos los altos funcionarios, es decir los dotados de inmunidad, incluyendo al presidente de la República, pero en este último supuesto debe dirigir los debates al presidente de la Suprema Corte de Justicia, en lugar del vicepresidente de la República, quien preside normalmente al propio Senado.

La característica peculiar del sistema estadounidense, que indudablemente se inspiró en el británico, pero que se modificó por el sistema presidencial que introdujo en su arte fundamental, consiste en que la sanción que puede aplicar al Senado federal, cuando decide con las dos terceras partes de los miembros presentes, implica únicamente la destitución e inhabilitación del inculpado, pero sin perjuicio de que si los mismos hechos están tipificados como delitos por las leyes penales, puedan ser enjuiciados ante los tribunales ordinarios.

Esta diferencia con el sistema inglés y los que le seguían en Europa ya fue señalada certeramente por Alexis de Tocqueville en su clásico libro sobre la Democracia en América cuando sostuvo que la ventaja del juicio político norteamericano sobre el imperante en Europa en su época, era su aparente debilidad puesto que no aplicaba penas judiciales, sino sólo sanción política de destitución, quedando a los jueces ordinarios el castigo de los mismo hechos tipificados como delitos, en tanto que la Cámara de los Lores en Inglaterra o el Senado en Francia, aplicaban directamente las penas, con lo cual, en su opinión, se afectaba el principio de la división de poderes, criterio que también compartía el clásico tratadista norteamericano y magistrado de la Corte Suprema, Joseph Story.

Como ocurrió con otras instituciones, tales como el sistema de revisión judicial de la constitucionalidad de las leyes o la estructura federal, las instituciones norteamericanas fueron tomadas como modelo por varias de las cartas supremas expedidas por los países latinoamericanos una vez obtenida su independencia de España, y en mucho influyó la divulgación de los principios del régimen jurídico y político de los Estados Unidos, por el propio Alexis de Tocqueville, incluyendo por supuesto el juicio político.

La Constitución todavía en vigor que en esta materia se aproxima al paradigma estadounidense, es la federal argentina de 1853-1860, la cual sigue en ocasiones casi literalmente el citado modelo en sus artículos 45, 51 y 52.

De acuerdo con un sector de la doctrina, el procedimiento respectivo puede calificarse de juicio político, pero no puede hablarse propiamente de responsabilidad, puesto que la sanción respectiva se limita a la destitución del funcionario que se considera culpable, y su enjuiciamiento penal corresponde a los tribunales ordinarios.

Sólo por lo que se refiere al juicio político del presidente de la República se señalan las causas de responsabilidad, es decir, actos que atenten contra la Constitución federal, específicamente determinados. Además se establece que si la Cámara de Diputados declara procedente la acusación por el voto de dos tercios de sus miembros, lo que implica la suspensión de las funciones presidenciales, la decisión sobre la responsabilidad corresponde al Senado Federal, si se trata de delitos comunes u ordinarios (artículos 82 y 83). Al citado Tribunal Supremo corresponde también decidir sobre la responsabilidad penal del vicepresidente de la República, los diputados y senadores federales, los ministros de Estado y el procurador general de la república (artículo 119, fracción I, inciso a, de la citada Constitución federal).

En México para citar otro ejemplo de la influencia angloamericana, podemos destacar que el régimen del juicio político norteamericano se implantó casi literalmente en los artículos 37 a 41 de la Constitución yucateca promulgada el 16 de mayo de 1841, tomando en consideración que el principal redactor del proyecto respectivo, Manuel Crescencio Rejón, era ferviente admirador del régimen constitucional de los Estados Unidos, y conocía la obra clásica de Tocqueville que cita con frecuencia en la exposición de motivos.

En efecto, de acuerdo con el procedimiento regulado por los mencionados preceptos, que recibe la denominación de “juicio político”, tanto el gobernador como los secretarios del despacho y los ministros de la Corte Suprema de Justicia, podían ser acusados ante la Cámara de Diputados del estado por infracciones de carácter oficial, y si dicha Cámara consideraba que había lugar a la acusación, correspondía al Senado local decidir sobre la culpabilidad del acuerdo, sin que pudiera imponer otra sanción que la privación del cargo y la inhabilitación temporal o definitiva para desempañar otro, y si era acreedor a otras penas se debía pasar el asunto al juez de primera instancia respectivo.

En cambio, la Constitución Federal de 1857, en su texto primitivo, combinó el sistema norteamericano con el español, en virtud de que los artículos 103 a 108 disponían que los altos funcionarios de la federación, así como los gobernadores de los Estados, podían ser acusados ante el Congreso de la Unión (entonces unicameral) por las infracciones cometidas en el ejercicio de su cargo, y si se consideraba culpable al acusado por mayoría absoluta de votos, era puesto a disposición de la Suprema Corte de Justicia, a la que correspondía exclusivamente aplicar la pena correspondiente, de acuerdo con el veredicto del Congreso. Al restablecerse el Senado en las reformas constitucionales de 13 de noviembre de 1874, se encomendó a esta segunda cámara la función de aplicar la sanción penal, sin poder revisar la decisión de la Cámara de Diputados sobre la culpabilidad del funcionario procesado, con lo que de cierta manera se adoptó el régimen británico.

En la Constitución federal de 1917 se volvió en el texto original del título IV, artículos 108 a 113, al sistema norteamericano, que se ha conservado en las reformas a dicho título promulgadas en diciembre de 1982, puesto que corresponde la acusación sobre la responsabilidad política a la Cámara de Diputados ante la de Senadores, en un proceso de dos instancias, cuya decisión final corresponde al Senado de acuerdo con el actual artículo 110 de la carta federal (que inclusive utiliza la denominación de “juicio político”), y que no puede imponer otra sanción que la destitución e inhabilitación, pero los mismo hechos están tipificados como delitos, su sanción penal corresponde a los tribunales ordinarios.

3.1.2  El SISTEMA ESPAÑOL

Se califica al español como sistema judicialista, en virtud de que la decisión final tanto en la responsabilidad política como en la de carácter penal de los altos funcionarios corresponde, tratándose de altos funcionarios, al órgano supremo del poder judicial.

En cierta manera el régimen actual de la Constitución española promulgada el 27 de diciembre de 1978, se originó en la Constitución de Cádiz de 1812, artículos 228-229, en virtud de la influencia inglesa recogida por las Constituciones revolucionarias francesas, puesto que según dichos preceptos, la responsabilidad de los secretarios de Estado debía exigirse ante las Cortes, las cuales resolvían sobre la procedencia de la formación de causa, y en caso afirmativo, se suspendía al inculpado y se le remitía al Tribunal Supremo para que lo juzgasen de acuerdo con las leyes.

Por el contrario, en la Carta Republicana de diciembre de 1931 se sigue el ejemplo de la Constitución austriaca de 1920, al disponer, el artículo 92, que la responsabilidad civil y penal por infracciones a la Constitución y a las leyes, debía exigirse ante las Cortes, a las cuales correspondía ejercer la acusación ante el Tribunal de Garantías Constitucionales. 

En el régimen actual, la responsabilidad política y penal de los diputados y senadores, así como del presidente y los demás miembros del gobierno, se   exige ante la sala penal del tribunal Supremo, tomando en cuenta que los legisladores no pueden ser procesados sin autorización de la Cámara respectiva (artículo 71, fracciones I y II, de la citada Constitución), y que si la acusación contra los miembros del gobierno fuese por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado, cometido en el ejercicio de sus funciones oficiales, la propia acusación sólo puede plantearse a iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la aprobación de la mayoría absoluta del mismo (artículo 102 constitucional).

3.1.3  LA ALTA CORTE FRANCESA

Por lo que se refiere al Sistema francés, debe destacarse que las constituciones revolucionarias, especialmente las de 1791 y 1793, se inspiraron claramente en el modelo británico, puesto que la acusación debía presentarse a la Asamblea Nacional, y el enjuiciamiento ante el Senado, régimen que se conservó en lo esencial durante una buena parte del siglo XIX.

En las leyes constitucionales de 1875 se inició el sistema de conferir el enjuiciamiento a una Alta Corte de Justicia, pero la misma formaba parte del Senado.

En la Constitución actual de octubre de 1958, la citada Alta Corte de Justicia (Haute Cour de Justice) se considera como un organismo judicial especializado, el que, de acuerdo con el artículo 67 de la citada Constitución, se compone de doce miembros titulares y seis suplentes elegidos de su seno por la Asamblea Nacional y por el Senado, después de cada renovación general o parcial de estas asambleas, correspondiendo a dicha Corte elegir al presidente entre sus integrantes.

Un segundo sector se puede calificar como modelo austriaco por haberse establecido originalmente en la Constitución Federal de ese país promulgada en 1920 con apoyo en el proyecto elaborado por la comisión, en la que figuró de manera prominente el ilustre Hans Kelsen; carta que fue restablecida de acuerdo con la ley de primero de mayo de 1945.

Conforme a dicha ley fundamental de Austria, corresponde a la Corte Constitucional (Verfassungsgerichtshof) el conocimiento de la responsabilidad política de los altos funcionarios de la Federación y de las Entidades Federativas, particularmente del presidente de la República, de los miembros del gabinete y sus auxiliares, así como de los funcionarios locales que equivalen a los gobernadores de los estados (Alndeshauptmann).

Sin embargo, el enjuiciamiento de estos altos funcionarios no puede efectuarse ante la citada Corte Constitucional sin un procedimiento previo, en virtud de que si se tratara del presidente de la República, se requiere el consentimiento de las dos cámaras del Parlamento (Bundesversammlung) ; si los acusados son ministros del gobierno se exige la autorización de la Cámara representativa, equivalente a la de Diputados (Nationalrat), y respecto de los funcionarios locales, debe obtenerse la conformidad de la legislatura provincial (landtag).

3.1.4. ITALIA

Por lo que se refiere a la Constitución italiana que entró en vigor el primero de enero de 1948, sus artículos 134 y 135 y los de la Ley número 20, de 25 de enero de 1962, denominada “Normas sobre el procedimiento o juicios de acusación”, disponen que corresponde a la Corte Constitucional la facultad de juzgar al presidente de la República y a los ministros integrantes del gobierno; pero en todos estos casos, deben intervenir, además de los magistrados ordinarios de la propia Corte Constitucional, dieciséis miembros designados al comienzo de cada legislatura por las dos Cámaras del Parlamento en sesión conjunta y entre ciudadanos que reúnen los requisitos para ser electos senadores.

3.2  LA NORMATIVIDAD EN MÉXICO

El artículo 108 del Título Cuarto constitucional permaneció casi sin variación durante sesenta y cinco años, incluso el texto original de 1917 siguió básicamente lo dispuesto por la Constitución de 1857 y sobre todo, las reformas de 1874. La Reforma de 1982 al título constitucional correspondiente a las responsabilidades de los servidores públicos, significó la promulgación en cadena, de las respectivas leyes de responsabilidad de los Servidores Públicos, sin la reforma previa de sus respectivas constituciones, alteró el Estado de Derecho de las entidades federativas, contraponiéndose, en algunos casos, lo dispuesto por la Ley, con lo dispuesto por su Constitución.

A continuación se revisa el texto constitucional, en materia de responsabilidades de los servidores  públicos, de algunos Estados de la Unión, debe aclararse que originalmente se habían seleccionado, arbitrariamente, Morelos, Puebla, Yucatán y Distrito Federal, sin embargo, al redactar el cuerpo de tesis, se consideró más razonable incluir al Estado de Sinaloa en sustitución del de Puebla, por su cercanía a Baja California, además de que siendo uno de las entidades de influencia de los egresados de la licenciatura en Derecho, en forma natural, era mejor incluirlo.

3.2.1    ESTADO DE MORELOS

La Constitución Política del Estado de Morelos norma lo relacionado con la responsabilidad de los servidores públicos en su Título Séptimo, el cual cita:

“ Art. 134. Los diputados al Congreso del Estado, el Gobernador, el Secretario de Gobierno, el Secretario de Finanzas y Promoción Económica y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, son responsables por los delitos comunes cometidos durante el tiempo de su encargo y por los delitos oficiales en que incurran en el ejercicio de éste, pero el Gobernador sólo podrá ser acusado durante su período constitucional por los delitos de traición a la patria, violación expresa de la Constitución, ataques a la libertad electoral y delitos graves del orden común.

Art. 135. El Gobernador y los diputados al Congreso del Estado, también son responsables por violaciones a la Constitución y Leyes Federales, en los términos del Título Cuarto de la Constitución General de la República.

Art.136. Si el delito cometido por los funcionarios a que se refiere el artículo 134, fuero común, el Congreso, erigido en Gran Jurado, declarará a mayoría absoluta de votos y previa audiencia del acusado, por sí, por su defensor o por ambos, si ha o no lugar a formación de causa.

En caso negativo cesará todo su procedimiento en contra: en el afirmativo, por ese solo hecho quedará suspenso en su encargo y sujeto de los Tribunales comunes.

La sección del Gran Jurado instruirá el expediente sobre el que debe fallar el Congreso, con arreglo a los procedimientos del orden jurídico que determine el Reglamento Interior del mismo.

Art. 137. De  los delitos oficiales conocerá el Congreso como Jurado de Declaración, y el Tribunal Superior de Justicia, con inclusión de los Magistrados suplentes, como Jurado de Sentencia.

Art.138. En los casos del artículo anterior, el Congreso, erigido en Jurado de Declaración, oirá al acusado, a su defensor o a ambos, si quisieren, y previa lectura del expediente respectivo, decidirá si es o no culpable. Si la declaración fuero absolutoria, el acusado continuará en el ejercicio de su encargo ; y si fuere condenatoria, quedará suspenso a disposición del Tribunal Superior de Justicia, para los efectos del artículo siguiente.

Art. 139. El Tribunal Superior como Jurado de Sentencia, reunido en Tribunal Pleno, con asistencia de los suplentes, previa audiencia del acusador, si lo hubiere, del Procurador General de Justicia y del acusado, su defensor, o de ambos, procederá a mayoría absoluta de votos, a aplicar la pena que la ley señale.

Cuando el acusado sea el Procurador General de Justicia ejercerá funciones de tal, el que designe el Ejecutivo o el funcionario que deba suplirlo con arreglo a la ley.

Art. 140. Si los funcionarios a que se refiere el artículo 134 fueren acusados por delitos oficiales cometidos antes del tiempo en que entraron a ejercer sus funciones, se procederá contra ellos en los términos prevenidos en los tres artículos anteriores.

Art. 141. Pronunciada una sentencia por  responsabilidad oficial, no podrá concederse al reo la gracia de indulto.

Art. 142. La responsabilidad oficial de los Jueces de Primera Instancia, y Presidentes Municipales, se exigirá ante el Tribunal Superior de Justicia, en la forma y términos que establezcan las leyes.

Art. 143. Las responsabilidades oficiales en que incurran los funcionarios y empleados del Estado, no comprendidos en los artículos 134 y 142 de  esta Constitución, serán exigidas ante los Jueces del orden común, con arreglo a la ley; y las faltas leves u omisiones que cometan en el ejercicio de su encargo, serán castigadas por sus respectivos superiores, por medio de correcciones disciplinarias.

Art. 144. La responsabilidad puramente penal por delitos o faltas oficiales, sólo podrá exigirse durante el período en que el funcionario o empleado ejerza su encargo y un año después, con excepción del delito de peculado, por el que quedará sometido el responsable a las leyes generales sobre prescripción.

Art. 145. Derogado.

Art. 146. Se concede acción popular para denunciar ante las autoridades correspondientes  los delitos que cometan los funcionarios o empleados públicos.”

Como se observa, no obstante que en la respectiva ley reglamentaria de la responsabilidad, si se establecen normas y procedimientos para el juicio político, en su texto constitucional no han sido incorporadas las reformas correspondientes.

3.2.2   ESTADO DE SINALOA

La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Sinaloa dedica su Título Sexto a la responsabilidad de los funcionarios públicos, al respecto cita:

“Art. 130. Ningún funcionario o empleado en el Estado tiene derecho de propiedad en el cargo o empleo que ejerza; pero los empleados no podrán ser destituidos sino mediante la formación del instructivo correspondiente, por el cual se acredite que se encuentran en alguno de los casos que la ley prefija para su separación.

La Ley del Servicio Civil del Estado fijará las condiciones de admisión, permanencia, remoción, ascenso, destitución y jubilación de los servidores públicos.

Art. 131. Todo funcionario o empleado del Estado o Municipios, cualquiera que sea su categoría, es responsable, en el tiempo de su encargo, por los delitos del orden común que cometa antes o durante él, así como por los delitos, faltas u omisiones en que incurriere al ejercer sus funciones. Sólo el Gobernador del Estado, en ningún tiempo del período de su ejercicio, podrá ser enjuiciado sino por violación del precepto expreso de la Constitución de la República o del Estado, por ataques a la libertad electoral o por delitos graves del orden común.

Art. 132. Es causa de responsabilidad aceptar un cargo de elección popular, sin poseer todos los requisitos que la ley señale para dicho cargo. El infractor quedará, previo juicio, inmediatamente destituido y suspenso de sus derechos de ciudadano, por un año, sin perjuicio de las penas que la ley le imponga.

Art.133. Gozarán de fuero constitucional: el Gobernador del Estado, los Diputados y los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, desde la fecha en que fuesen declarados legítimamente electos los primeros y desde que protesten constitucionalmente los últimos. La concesión del fuero no perjudica la facultad de la autoridad competente para practicar desde luego, en los delitos del orden común, las diligencias necesarias para comprobar la existencia del cuerpo del delito conforme a la ley; pero sin que esos afecten la inmunidad.

Art. 134. En demanda del orden civil no habrá fueros ni inmunidad alguna para los funcionarios públicos.

Art. 135. Cuando la acusación presentada contra algunos de los altos funcionarios expresados en el Artículo 133 fuere por delitos del orden común, el Congreso del Estado, erigido en Gran Jurado, declara por mayoría absoluta del número total de diputados, previa audiencia del acusado, si hay o no lugar a proceder en su contra. Si la resolución es negativa, cesará todo procedimiento ulterior, sin que tal declaración sea obstáculo para que la acción prosiga su curso cuando el acusado deje de tener fuero, desde cual fecha comenzará a computarse la prescripción. Si la resolución es afirmativa, el presupuesto responsable quedará, por tal hecho, separado de su cargo y sujeto desde luego a la acción de los Tribunales comunes; más si la tendencia de éste fuere absolutoria, quedará rehabilitado para continuar en sus funciones oficiales.

Art. 136. Cuando la acusación presentada contra algunos de los altos funcionarios expresados en el Artículo 133 fuere por delitos, faltas u omisiones oficiales, conocerán: el Congreso del Estado como Jurado de Acusación, y el Supremo Tribual de Justicia en acuerdo pleno y con inclusión de los magistrados suplentes como Jurado de Sentencia.

El Jurado de Acusación declarará por mayoría absoluta de votos, si hay o no culpabilidad si la declaración fuere absolutoria, el funcionario continuará en el ejercicio de su encargo; más si fuese al contrario, quedará inmediatamente separado de dicho cargo y a disposición del Jurado de Sentencia quien con audiencia del reo y de su defensor, del Procurador General de Justicia y del acusador si lo hubiere, aplicará por mayoría absoluta de votos la pena que la ley asigna.

Art. 137. Las responsabilidades por delitos, faltas u omisiones oficiales, sólo podrán exigirse durante el período en que los funcionarios ejerzan sus cargos y dentro de los dos años siguientes.

Art. 138. El sentenciado por delitos o falta oficial, no podrá ser indultado.

Art. 139. Se concede acción popular para denunciar los delitos o faltas oficiales.

Art. 140. La Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados Públicos, reglamentará la materia, clasificando los delitos y faltas, determinando su penalidad y fijando los procedimientos del enjuiciamiento y términos de las prescripciones. Entretanto, rigen las disposiciones relativas del Código de Procedimiento Penales que no se oponga a esta ley.”

Se concluye que tampoco en este Estado existe congruencia entre su Constitución y su Ley de Responsabilidad de Funcionarios y Empleados Públicos en lo que respecta al juicio político.

3.2.3  ESTADO DE YUCATÁN

Yucatán uno de los estados más distantes de Baja California, es tal vez, el que más obsoleto tiene su contenido en materia de servidores públicos, así en su Constitución Política, Título Noveno, se indica:

“Art. 97. Todos los funcionarios y empleados públicos son responsables por los delitos comunes que cometan durante el tiempo de su encargo y por los delitos en que incurran en el ejercicio de ese mismo encargo. No obstante, a los Diputados Propietarios y Suplentes en funciones, al Gobernador, al Director General de Gobernación y a los Magistrados, no se les puede hacer responsables sin que proceda la declaración afirmativa de haber lugar a proceder contra el acusado, tratándose de delitos comunes, o de ser éste culpable tratándose de delitos oficiales.

Art. 98. No gozan de fuero constitucional los altos funcionarios del Estado por los delitos oficiales en que incurran en el desempeño de cualquier otro empleo, cargo o comisión pública que hayan aceptado durante el período que conforme a la ley se disfrute de aquel fuero. Lo mismo sucederá con respecto a los delitos comunes que cometan durante el desempeño de dicho empleo, cargo o comisión, siempre que ambos casos el alto funcionario no desempeñe sus funciones propias. Para que la causa pueda iniciarse cuando el alto funcionario haya vuelto a sus funciones propias, si se hubiera separado de ellas, deberá procederse con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Art. 99. Si el delito común, el Congreso del Estado, erigido en gran Jurado, declarará, a mayoría absoluta de votos del número total de diputados, si ha o no lugar a proceder contra el acusado. En caso negativo, no habrá lugar a ningún procedimiento ulterior. En caso afirmativo, el acusado quedará por el mismo hecho separado de su encargo y sujeto a la acción de los tribunales comunes.

Art.100. De los delitos oficiales, conocerán: el Congreso del Estado como Jurado de acusación, y el Tribunal Superior de Justicia como Jurado de sentencia. El Jurado de acusación tendrá por objeto declarar, a mayoría absoluta de votos, del número total de diputados, si el acusado es o no culpable. Si la declaración fuere absolutoria, el funcionario continuará en el ejercicio de su encargo. Si fuere condenatoria, quedará separado del Tribunal Superior de Justicia. Este, erigido en Jurado de sentencia y con audiencia del reo, del Procurador General de Justicia y del acusador, si lo hubiere, procederá a aplicar, a mayoría absoluta de votos del número total de Magistrados, la pena que la ley designe.

Art. 101. La responsabilidad por los delitos oficiales sólo podrá exigirse durante el período en que el funcionario ejerza su encargo y hasta un año después.”

La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Gobierno de Yucatán, retoma textualmente, con las modificaciones correspondientes a la cuestión jurídica local, la Ley Federal, en lo que atañe al juicio político.

3.2.4  DISTRITO FEDERAL

Conviene destacar que con las reformas a la Constitución Federal en su artículo 122, el día 23 de octubre de 1993, se dio un paso adelante para que el ciudadano distritense alcanzara sus derechos políticos plenos, al otorgarse el voto para la elección del primer jefe de gobierno que anteriormente era designado directamente por el presidente bajo la denominación de Jefe del Departamento del Distrito Federal así, el día 5 de diciembre de 1997, fue investido como su primer Jefe de Gobierno, Cuauhtémoc Cárdenas, candidato de un partido opositor.

La “cuasi” Constitución del Distrito Federal, es el llamado Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, que aunque es redactado por el órgano legislativo del Distrito, la Asamblea Legislativa, corresponde al Congreso de la Unión su aprobación y promulgación.

En sus 131 artículos, distribuidos en sus títulos, el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal no establece disposición alguna sobre las responsabilidades de los servidores públicos, ni existe Ley reglamentaria correspondiente, de tal forma que le es aplicable lo dispuesto por el Título Cuarto de la Constitución Federal y en lo que respecta al juicio político lo conducente que ordena la Ley Federal de las Responsabilidades de los Servidores Públicos.

CAPÍTULO   IV

El JUICIO POLÍTICO Y EL PODER EJECUTIVO

En el presente capítulo se analiza el marco jurídico, en materia de juicio político y su aplicación al Jefe del Ejecutivo y al aparato de la Administración Publica cuya responsabilidad le corresponde directamente, en el Estado Libre y Soberano de Guanajuato, incluyéndose una serie de propuestas de cambio que probablemente conduzcan al perfeccionamiento de la normatividad sobre las responsabilidades de los servidores públicos en la entidad.

4.1  CONSTITUCIÓN FEDERAL

Como ya se ha citado el juicio político mexicano se inspira en el impeachement, tal y como se concibió en Estados Unidos y debe diferenciarse de la responsabilidad política en los sistemas parlamentarios donde existe la posibilidad de que el Parlamento formule un voto de censura al gobierno, en virtud de haberle perdido la confianza, en cuyo caso los ministros se encuentran obligados a renunciar ; precisamente, una vez consolidado el sistema parlamentario, cayó en desuso el impeachment británico, pues ya bastaba un voto de censura para eliminar a los miembros del gabinete sin necesidad de una condena penal del Parlamento (en tanto que en épocas más lejanas el impeachment correspondía a una verdadera jurisdicción ordinaria, ya que el Parlamento se consideraba competente, incluso, para resolver sobre presuntos delitos y sanciones penales como ocurrió por ejemplo, con la orden de decapitación de Carlos I), aunque debe señalarse que su vigencia en Estados Unidos, por ejemplo, permitió que el actual mandatario Billy Clinton, haya subvertido el sistema de justicia, en el penoso incidente con su asistente Mónica Levinsky, bastando una simple llamada de atención, para resolverlo.

Así pues, la reforma constitucional de 1982, con una adecuada técnica jurídica, esclareció y distinguió las responsabilidades de tipo político de las de carácter estrictamente penal, derogando la reiterada y confusa mención que el texto original de 1917 hacia de los mal llamados “delitos o faltas oficiales” -denominación que provenía del artículo 48 de la tercera de las Leyes Constitucionales de 1836-, misma que había dado lugar a ciertas impunidades. 
En efecto, si bien el antiguo texto constitucional señalaba que tales “Delitos oficiales” se referían a los actos u omisiones que pudieran redundar en perjuicio de los intereses públicos y del buen despacho (aunque no tuvieran una sanción penal), cuando los miembros del Congreso de la Unión crearon tardíamente la Ley de Responsabilidades de 1940 habiendo continuado aplicándose hasta entonces la Ley de 1896, reglamentaria del Título IV constitucional, pretendieron reglar omnicomprensivamente no sólo las infracciones políticas o administrativas de los funcionarios públicos sino también los delitos propiamente penales que estos pudieran cometer, razón por la cual los congresistas derogaron el título correspondiente a la responsabilidad de los funcionarios públicos por delitos cometidos durante el encargo y que se contenía en el Código Penal de 1931, pero propiciando así varias conductas de éstos anteriormente típicas ; esta grave situación, como se sabe,  no se solucionó con la Ley de Responsabilidades de 1980, ya que el distinguir ésta, las causas de responsabilidad penal de la infracciones políticas o administrativas y regular sólo estas últimas, en lugar de restablecer la vigencia del respectivo título del Código Penal, de manera inexplicable abrogó lisa y llanamente la Ley de Responsabilidades de 1940, convalidando la impunidad de los funcionarios y empleados públicos. Sin embargo, por fortuna, esta situación quedó corregida con la expedición en 1982 y 1983 de la reforma constitucional al título cuarto, la nueva Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y la reforma al título décimo del Código Penal para el D.F en Materia del Fuero Común y para toda la República en Materia del Fuero Federal.

El artículo 110 de la Constitución Federal señala que :

“Artículo 110. Podrán ser sujetos de juicio político los Senadores y Diputados al Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamento Administrativo, el Jefe del Departamento del Distrito Federal, el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, los Magistrados y Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los Directores Generales o sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos.

Los Gobernadores de los Estados, Diputados locales y Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicias Locales, sólo podrán ser sujetos de juicio político en los términos de este Título por violaciones graves a esta Constitución y a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales, pero en este caso la resolución será únicamente declarativa y se comunicará a las Legislaturas locales para que en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda.

Las sanciones consistirán en la destitución del servidor público y en su inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público.

Para la aplicación de las sanciones a que se refiere este precepto, la Cámara de Diputados procederá a la acusación respectiva ante la Cámara de Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta del número de los miembros presentes en sesión de aquella Cámara, después de haber sustanciado el procedimiento respectivo y con audiencia del inculpado.

Conociendo de la acusación la Cámara de Senadores, erigida en Jurado de sentencia, aplicará la sanción correspondiente mediante resolución de las dos terceras partes de los miembros presentes en sesión, una vez practicadas las diligencias correspondientes y con audiencia del acusado.

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables.”

De esta forma el artículo 110 en vigor , según reforma constitucional de 1982, regula los sujetos, las sanciones, los órganos y el procedimiento para la sustanciación del juicio político.

Cabe recordar que, en los términos de la fracción I del artículo 109 constitucional, el juicio político se sigue contra aquellos servidores públicos previstos por el presente artículo 110 que, durante el ejercicio de sus funciones, incurran en actos y omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho, la Constitución Federal exime al Presidente de la República de aplicación del precepto, aunque ordena que sea aplicado a los gobernadores de  los estados de la Unión, violentando el pacto federal de la libertad y soberanía estatal. Conforme a lo dispuesto por el artículo 7° de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos , reglamentaria del título cuarto de la Constitución, tales supuestos se presentan, por ejemplo, en los siguientes casos :

a)  Ataque a las instituciones democráticas ;

b)  Ataque a la forma de gobierno republicano, representativo federal ;
c)  Violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o sociales ;
d)  Ataque a la libertad de sufragio ;
e)  Usurpación de atribuciones ;
f)  Infracción grave a la Constitución o a las leyes federales ;
g)  Omisión grave en la aplicación de la Constitución o de las leyes federales, y
h)  Violaciones sistemáticas o graves a los planes, programa o presupuestos de la administración pública federal o del Distrito Federal.
El párrafo tercero del artículo 110 constitucional, precisamente, establece las sanciones, las cuales tal y como lo preveía el antiguo artículo 111 continúa consistiendo en la destitución y prohibición de volver a desempeñar  cualquier otra función, cargo o comisión en el servicio público (desde uno hasta veinte años, según lo dispuesto por el artículo 8° de la ley reglamentaria).

Los párrafos siguientes del propio artículo 110 regulan el procedimiento que también sigue siendo, básicamente, el mismo : Acusación de la Cámara de Diputados -previa substanciación del procedimiento, con audiencia del inculpado, y declaración de la mayoría absoluta de sus miembros presentes- ante la Cámara de Senadores que, erigida en jurado de sentencia, resolverá a través de las dos terceras partes de los miembros presentes, una vez practicadas las respectivas diligencias y con audiencia del acusado. La diferencia es que, además de haber sustituido el término de “gran jurado” por el de jurado de sentencia, las nuevas disposiciones establecen, acertadamente, que las declaraciones y resoluciones respectivas serán tomadas sólo por los miembros presentes, mientras que antes se computaba como si los ausentes votaran en contra de la acusación o, en su caso, condena del enjuiciado.

Por otra parte, las declaraciones o resoluciones de ambas cámaras siguen considerándose inatacables ; cabe advertir, sin embargo -como lo ha puesto de relieve la doctrina y la propia jurisprudencia de la Suprema Corte desde el siglo pasado-, la procedencia del juicio de amparo en caso de que no se satisfagan los presupuestos constitucionales. Asimismo, el artículo 114 vigente establece que el juicio político sólo podrá iniciarse durante el periodo del encargo y dentro de un año después, no pudiendo exceder de un año, la substanciación del procedimiento.

Además de los senadores y diputados al Congreso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los secretarios de despacho y el procurador general de la República, el primer párrafo del artículo 110 en vigor agrega como sujetos del juicio político a los jefes de departamento administrativo, al jefe de Gobierno del Distrito Federal, al procurador general de justicia del Distrito Federal, a los magistrados de circuito y a los jueces del fuero común del Distrito Federal, así como a los directores generales o sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos.

La ampliación de los sujetos de juicio político indudablemente resulta acertada, pues permite el Congreso de la Unión sancionar con la destitución e inhabilitación a aquellos otros servidores públicos federales también de alto nivel que independientemente de que hayan incurrido en otro tipo de responsabilidad o de lo que al respecto opine el presidente de la República, durante su gestión llegaron a perjudicar los intereses públicos fundamentales o su buen despacho. 
Esta facultad de las cámaras es complementaria de las que les confiere el artículo 93 constitucional para citar y requerir información de los titulares de las dependencias centralizadas, organismos descentralizados y empresas de participación estatal mayoritaria, con motivo de la discusión de una ley o del estudio de un negocio concerniente a sus respectivos ramos o actividades, así como para integrar comisiones de investigación sobre el funcionamiento de tales organismos descentralizados o empresas de participación estatal mayoritaria.

Asimismo, el segundo párrafo del actual artículo 110 considera como sujetos del juicio político, además de los gobernadores de los estados y de los diputados locales, a los magistrados de los tribunales superiores, por violaciones graves a la Constitución y a las leyes federales”, pero sin definir lo que se entiende por “violaciones graves”. Hay además, una innovación importante : “en este caso la resolución será únicamente declarativa y se comunicará a las legislaturas locales para que en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda”. De este modo, se confiere a una legislatura local la última palabra sobre la presunta violación de la Constitución o de alguna ley federal. Si bien esta medida puede estimarse opuesta a un sistema federal es, quizás, en defensa de éste por lo que se establece : en efecto, al condicionarse  la sanción a la resolución del órgano legislativo local, se evita que la Federación cuente con un instrumento más para deshacerse injustificadamente de un funcionario de alguna entidad federativa.

Sin embargo, es probable que, particularmente en el caso de los gobernadores, la Federación no se preocuparía por seguir un juicio político para obtener su remoción, sino que para tal efecto el Senado utilizaría el expediente de declarar, conforme a la fracción V del artículo 76 constitucional, que es llegado el caso de nombrar un gobernador provisional, en virtud de haber desaparecido todos los poderes del estado respectivo, ya que aquí no se requeriría mayoría absoluta de la Cámara de Diputados y la resolución de los dos tercios de los miembros de la Cámara de Senadores, sino tan sólo la mayoría de los miembros de está última. 

De acuerdo con el sistema presidencialista el juicio político no procede contra el presidente de la República, ya que éste sólo puede ser acusado, durante el tiempo de su encargo, por traición a la patria y por delitos graves del orden común (artículo 108 constitucional), a diferencia de lo previsto por la Constitución de 1857 que admitía también la responsabilidad del presidente por violación expresa de la Constitución y ataque a la libertad electoral.

Conforme a lo que antecede, se puede afirmar que a través del juicio político se finca una responsabilidad política a ciertos servidores públicos de alta jerarquía por haber cometido infracciones de carácter político, en cuyo caso se aplica una sanción eminentemente política por conducto de un órgano también político. De este modo, a diferencia de la responsabilidad penal derivada de la comisión de delitos que se encuentran sancionados por la leyes penales y que son adjudicadas a través de tribunales penales comunes previa la substanciación de un proceso penal, en el caso del juicio político las infracciones y sanciones políticas correspondientes se encuentran previstas por la propia Constitución y por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, tratándose de servidores públicos de entidades federativas, la respectiva Constitución local y la ley de responsabilidades estatal correspondiente podrán, por su parte, regular también la responsabilidad política de los mismos, encomendándole su adjudicación al congreso local en cuestión.

El juicio político implica, pues, el ejercicio de una función jurisdiccional llevada a cabo por un órgano político, para remover o inhabilitar a cierto servidor público de alta jerarquía donde, si bien deben respetarse también las formalidades esenciales del procedimiento, no se confiere al órgano político -como necesariamente es el Congreso- la potestad para privar al respectivo servidor público de su patrimonio, de su libertad o de su vida, función esta última que exige la imparcialidad y aptitud técnica de un juez en sentido estricto a fin de evitar los excesos de la pasión política.

La distinción entre responsabilidad política y responsabilidad penal no siempre ha estado totalmente esclarecida sino que, incluso, con la antigua terminología constitucional que aludía a “delitos oficiales” y “delitos comunes” se propiciaron diversas confusiones y hasta impunidades.

Finalmente el artículo 114 expone que el Procedimiento de juicio político sólo podrá iniciarse durante el período en el que el servidor público desempeñe su cargo y dentro de un año después. Las sanciones correspondientes se aplicarán en un periodo no mayor de un año a partir de iniciado el procedimiento.

La responsabilidad por delitos cometidos durante el tiempo del encargo por cualquier servidor público, será exigible de acuerdo con los plazos de prescripción consignados en la Ley penal, que nunca serán inferiores a tres años. Los plazos de prescripción se interrumpen en tanto el servidor público desempeña alguno de los encargos a que hace referencia el artículo 111.

La ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa tomando en cuenta la naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones a que hace referencia la fracción III del artículo 109. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos de prescripción no serán inferiores a tres años.

El actual artículo 114 establece las características de los plazos de prescripción para hacer exigibles las diversas responsabilidades de los servidores públicos, tanto las derivadas del juicio político como las de carácter penal o administrativo.

Así pues, una vez transcurridos los plazos establecidos se extinguen la acción y la sanción correspondientes, por lo que con posterioridad no se podrá exigir ya responsabilidad alguna al servidor público que presuntamente haya cometido alguna infracción política, penal o administrativa (si bien la Constitución y la ley respectiva prevén ciertos casos y determinadas actuaciones a través de los cuales se interrumpe la prescripción y vuelve a empezar el cómputo del plazo para que ésta opere).

En términos similares al antiguo artículo 113 constitucional, el primer párrafo del artículo 114, en vigor a partir de 1982, dispone que el procedimiento de juicio político sólo podrá iniciarse durante el periodo en que el servidor público desempeñe su cargo y dentro de un año después. Por otra parte, se prevé que la sustanciación del juicio político respectivo no podrá exceder de un año.

De este modo, cuando uno de los servidores públicos previstos por el artículo 110 constitucional cometa, en el ejercicio de sus funciones, algún acto u omisión que redunde en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho (véase, sobre el particular, el artículo 7° de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos), la Cámara de Diputados contará, cuando más, con un año posterior a la fecha en que el presunto infractor haya concluido el ejercicio del cargo, para iniciar el procedimiento de juicio político. Cabe señalar que, en caso de estimarse políticamente responsable cierto servidor público una vez que concluyó su encargo, sólo tendría relevancia aplicarle la sanción de inhabilitación para ocupar otro cargo público (que, según el artículo 8° de la mencionada ley reglamentaria, podría ser hasta por veinte años), ya que la destitución carecería de objeto, salvo que para entonces se encontrase desempeñando un nuevo cargo público.

4.2  LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

En realidad era innecesario expedir una ley reglamentaria del procedimiento del juicio político, toda vez que la Constitución Federal lo señala en sus artículos 111, 112, 113 y 114, por lo tanto la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, al retomar lo ya expuesto en la Carta Suprema y pretendiendo el procedimiento lo hace más confuso, así la Ley Federal subraya que :

En los términos del primer párrafo del artículo 110 de la Constitución General de la República, son sujetos de juicio político los servidores públicos que en él se mencionan.

Los gobernadores de los Estados, los diputados a las legislaturas locales y los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales podrán ser sujetos de juicio político por violaciones graves a la Constitución General de la República, a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales.

Considera que es procedente el juicio político cuando los actos u omisiones de los servidores públicos a que se refiere el artículo anterior, redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.

Destaca que redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho :

I.  El ataque a las instituciones democráticas ;

II.  El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo, federal ;

III.  Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o sociales ;

IV.  El ataque a la libertad de sufragio ;

V.  La usurpación de atribuciones ;

VI.  Cualquier infracción a la Constitución o a las leyes federales cuando cause perjuicios graves a la Federación, a unos varios Estados de la misma o de la sociedad, o motive algún trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones ;

VII.  Las omisiones de carácter grave, en los términos de la fracción anterior ; y

VIII.  Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, programas y presupuestos de la administración pública federal o del Distrito Federal y a las leyes que determinan el manejo de los recursos económicos federales y del Distrito Federal.

No procede el juicio político por la mera expresión de ideas.

El Congreso de la Unión valorará la existencia y gravedad de los actos u omisiones a que se refiere este artículo. Cuando aquéllos tengan carácter delictuoso se formulará la declaración de procedencia a la que alude la presente le estará a lo dispuesto por la legislación penal.

Art. 8°.- Si la resolución que se dicte en el juicio político es condenatoria, se sancionará al servidor público con destitución. Podrá también imponerse inhabilitación para el ejercicio de empleos, cargos o comisiones en el servicio público desde un año hasta veinte años.

En el capítulo II ; Procedimiento en el juicio político, se estipula que cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad podrá formular por escrito, denuncia contra un servidor público ante la Cámara de Diputados por las conductas a las que se refiere el artículo 7°, de la ley y por las conductas que determina el párrafo segundo del artículo 5° de esta misma ley, por lo que toca a los Gobernadores de los Estados, Diputados a las Legislaturas Locales y Magistrados de los Tribunales de Justicia Locales.

La denuncia deberá estar apoyada en pruebas documentales o elementos probatorios suficientes para establecer la existencia de la infracción y estar en condiciones de presumir la responsabilidad del denunciado. En  caso de que el denunciante no pudiera aportar dichas pruebas por encontrarse éstas en posesión de una autoridad, la Subcomisión de Examen Previo, ante el señalamiento del denunciante, podrá solicitarlas para los efectos conducentes.

Las denuncias anónimas no producirán ningún efecto.

El juicio político sólo podrá iniciarse durante el tiempo en que el servidor público desempeñe su empleo, cargo o comisión y dentro de un año después de la conclusión de sus funciones.

Las sanciones respectivas se aplicarán en un plazo no mayor de un año, a partir de iniciado el procedimiento.

Corresponde a la Cámara de Diputados sustanciar el procedimiento relativo al juicio político, actuando como órgano instructor y de acusación, y a la Cámara de Senadores fungir como Jurado de Sentencia.

La Cámara de Diputados substanciará el procedimiento de juicio político por conducto de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, quienes al momento de su instalación designarán a cinco miembros de cada una de ellas para que en unión de sus Presidentes y un Secretario por cada Comisión, integren la Subcomisión de Examen Previo de denuncias de juicios políticos que tendrá competencia exclusiva para los propósitos contenidos en el capítulo II de esta ley.

Al proponer la Gran Comisión de cada una de las Cámaras del Congreso de la Unión, la constitución de comisiones para el despacho de los asuntos, propondrá la integración de una Comisión para sustanciar los procedimientos consignados en la presente ley y en los términos de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.

Aprobada la propuestas a que hace referencia el párrafo anterior, por cada Cámara se designarán de cada una de las comisiones, cuatro integrantes para que formen la sección instructora en la Cámara de Diputados y la de enjuiciamiento en la de Senadores.

Las vacantes que ocurran en la sección correspondiente de cada Cámara, serán cubiertas por designación que haga la Gran Comisión, de entre los miembros de las comisiones respectivas.

La determinación del juicio político se sujetará al siguiente procedimiento :

a)  El escrito de denuncia se deberá presentar ante la Oficialía Mayor de la Cámara de Diputados y ratificarse ante ella dentro de los tres días naturales siguientes a su presentación ;

b)  Una vez ratificado el escrito, la Oficialía Mayor de la Cámara de Diputados lo turnará a la Subcomisión de Examen Previo de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, para la tramitación correspondiente. La Oficialía Mayor deberá dar cuenta de dicho turno a cada una de las coordinaciones de los grupos partidistas representados en la Cámara de Diputados.

c)  La Subcomisión de Examen Previo procederá, en un plazo no mayor a treinta días hábiles, a determinar el denunciado se encuentra entre los servidores públicos a que se refiere el artículo 2°, de esta ley, así como si la denuncia contiene elementos de prueba que justifiquen que la conducta atribuida corresponde a las enumeradas de prueba permiten presumir la existencia de la infracción y la probable responsabilidad del denunciado y por tanto, amerita la incoación del procedimiento. En caso contrario la Subcomisión desechará de plano la denuncia presentada.

En caso de la presentación de pruebas supervivientes, la Subcomisión de Examen Previo podrá volver a analizar la denuncia que ya hubiese desechado por insuficiencia de pruebas ;

d)  La resolución que dicte la Subcomisión de Examen Previo, desechando una denuncia, podrá revisarse por el pleno de las Comisiones Unidas a petición de cualquiera de los Presidentes de las Comisiones o a solicitud, de cuando menos, el diez por ciento de los diputados integrantes de ambas Comisiones, y

e)  La resolución que dicte la Subcomisión de Examen Previo declarando procedente la denuncia, será remitida a pleno de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de  Justicia para efecto de formular la resolución correspondiente y ordenar se turne a la Sección Instructora de la Cámara.

La sección instructora practicará todas las diligencias necesarias para la comprobación de la conducta o hecho materia de aquélla ; estableciendo las características y circunstancias del caso y precisando la intervención que haya tenido el servidor público denunciado.

Dentro de los tres días naturales siguientes a la ratificación de la denuncia, la sección informará al denunciado sobre la materia de la denuncia, haciéndole saber su garantía de defensa y que deberá, a su elección, comparecer o informar por escrito, dentro de los siete días naturales siguientes a la notificación.

Asimismo la sección instructora abrirá un periodo de prueba de treinta días naturales dentro del cual recibirá las pruebas que ofrezcan el denunciante y el servidor público, así como las que la propia sección estime necesarias.

Si al concluir el plazo señalado no hubiese sido posible recibir las pruebas ofrecidas oportunamente, o es preciso allegarse otras, la Sección Instructora podrá ampliarlo en la medida que resulte estrictamente necesaria.

En todo caso, la sección instructora calificará  la pertinencia de las pruebas, desechándose las que a su juicio sean improcedentes.

Terminada la instrucción del procedimiento, se pondrá el expediente a la vista del denunciante, por un plazo de tres días naturales, y por otros tantos a la del servidor público y sus defensores, a fin de que tomen los datos que requieran para formular alegatos, que deberán presentar por escrito dentro de los seis días naturales siguientes a la conclusión del segundo plazo mencionado.

Transcurrido el plazo para la presentación de alegatos, se hayan o no entrenado éstos, la sección instructora formulará sus conclusiones en vista de las constancias del procedimiento. Para este efecto analizará clara y metódicamente la conducta o los hechos imputados y hará las consideraciones jurídicas que procedan para justificar, en su caso, la conclusión o la continuación del procedimiento.

Si de las constancias del procedimiento se desprende la inocencia del encausado, las conclusiones de la sección instructora terminarán proponiendo que se declare que no ha lugar a proceder en su contra por la conducta o el hecho materia de la denuncia, que dio origen al procedimiento.

Si de las constancias se desprende la responsabilidad del servidor público, las conclusiones terminarán proponiendo la aprobación de lo siguiente :

I.  Que está legalmente comprobada la conducta o el hecho materia de la denuncia ;

II.  Que se encuentra acreditada la responsabilidad del encausado ;

III.  La sanción que deba imponerse de acuerdo con el artículo 8° de esta ley, y

IV.  Que en caso de ser aprobadas las conclusiones, se envíe la declaración correspondiente a la Cámara de Senadores, en concepto de acusación, para los efectos legales respectivos.

De igual manera deberán asentarse en las conclusiones las circunstancias que hubieren concurrido en los hechos.

Una vez emitidas las conclusiones, la sección instructora las entregará a los secretarios de la Cámara de Diputados para que den cuenta al presidente de la misma, quien anunciará que dicha Cámara debe reunirse y resolver sobre la imputación, dentro de los tres días naturales siguientes, lo que harán saber los secretarios al denunciante y al servidor público denunciado, para que aquél se presente por sí y éste lo haga personalmente, asistido de su defensor, a fin de que aleguen lo que convenga a sus derechos.

Art. 19.- La sección instructora deberá practicar todas las diligencias y formular sus conclusiones hasta entregarlas a los secretarios de la Cámara, conforme a los artículos anteriores, dentro del plazo de sesenta días naturales, contado desde el día siguiente a la fecha es que se le haya turnado la denuncia, a no ser que por causa razonable y fundada se encuentre impedida para hacerlo. En este caso podrá solicitar de la Cámara que se amplíe el plazo por el tiempo indispensable para perfeccionar la instrucción. El nuevo plazo que se conceda no excederá de quince días.

Los plazos a que se refiere este artículo se entienden comprendidos dentro del periodo ordinario de sesiones de la Cámara o bien dentro del siguiente ordinario o extraordinario que se convoque.

El día señalado, conforme al artículo 18, la Cámara de Diputados se erigirá en órgano de acusación, previa declaración de su presidente. En seguida la secretaría dará lectura a las constancias procedimentales o a una síntesis que contenga los puntos substanciales de éstas, así como a las conclusiones de la sección instructora. Acto continuo se concederá la palabra al denunciante y en seguida al servidor público o a su defensor, o a ambos si alguno de éstos lo solicitare, para que aleguen lo que convenga a sus derechos.

El denunciante podrá replicar, y si lo hiciere, el imputado y su defensor podrán hacer uso de la palabra en último término.

Retirados el denunciante y el servidor público y su defensor, se procederá a discutir y a votar las conclusiones propuestas por la sección instructora.

Si la Cámara resolviese que no procede acusar al servidor público, éste continuará en el ejercicio de su cargo. En caso contrario, se le pondrá a disposición de la Cámara de Senadores, a la que se remitirá la acusación, designándose una comisión de tres diputados para que sostengan aquélla ante el Senado.

Recibida la acusación en la Cámara de Senadores, ésta la turnará a la sección de enjuiciamiento, la que emplazará a la comisión de diputados encargada de la acusación al acusado y a su defensor, para que presente por escrito sus alegatos dentro de los cinco días naturales siguientes al emplazamiento.

Transcurrido el plazo que se señala en el artículo anterior, con alegatos o sin ellos, la sección de enjuiciamiento de la Cámara de Senadores formulará sus conclusiones en vista de las consideraciones hechas en la acusación y en los alegatos formulados, en su caso, proponiendo la sanción que en su concepto deba oponerse al servidor público y expresando los preceptos legales en que se funde.

La sección podrá escuchar directamente a la Comisión de Diputados que sostienen la acusación y el acusado y su defensor, si así lo estima conveniente la misma sección o si lo solicitan los interesados. Asimismo, la sección podrá disponer la práctica de otras diligencias que considere necesarias para integrar sus propias conclusiones.

Emitidas las conclusiones, la sección las entregará a la Secretaría de la Cámara de Senadores.

Recibidas las conclusiones por la secretaría de la Cámara, su presidente anunciará que debe erigirse ésta en Jurado de Sentencia dentro de las veinticuatro horas siguientes a la entrega de dichas conclusiones, procediendo la secretaría a citar a la Comisión a que se refiere el artículo 21 de esta ley, al acusado y a su defensor.

A la hora señalada para la audiencia, el presidente de la Cámara de Senadores la declarará erigida en Jurado de Sentencia y procederá de conformidad con las siguientes normas :

1.  La secretaria dará lectura a las conclusiones formuladas por la sección de enjuiciamiento ;

2.  Acto continuo, se concederá la palabra a la comisión de diputados, al servidor público o a su defensor, o a ambos ;

3.  Retirados el servidor público y su defensor, y permaneciendo los diputados en la sesión se procederá a discutir y a votar las conclusiones y aprobar los que sean los puntos de acuerdo, que en ellas se contengan, el presidente hará la declaratoria que corresponda.

Por lo que toca a gobernadores, diputados a las legislaturas locales y magistrados de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, la Cámara de Senadores se erigirá en Jurado de Sentencia dentro de los tres días naturales siguientes a las recepciones de las conclusiones. En este caso, la sentencia que se dicte tendrá efecto declarativos y la misma se comunicará a la legislatura local respectiva, para que en ejercicio de sus atribuciones proceda como corresponda.

4.3  LA NORMATIVIDAD EN GUANAJUATO

En atención al Pacto Federal, de acuerdo con lo establecido por el artículo 108 de la Constitución Federal, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato destina el Titulo Noveno, De las Responsabilidades de los Servidores Público, Capítulo Único, De las Responsabilidades, artículos del 122 al 128, inclusive a regular lo concerniente a la materia de tesis.

De eta forma el Artículo 122 cita que “ Para los efectos de las responsabilidades a que alude este titulo, se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del poder judicial, a los funcionarios y empleados del estado y de los municipios, y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración publica, estatal o municipal. 

 La Constitución de Guanajuato considera que los servidores públicos son responsables por los delitos que cometan y por las faltas administrativas en que incurran, en los términos que señalen las leyes. 

Tanto el Gobernador del Estado como los Diputados locales y los Magistrados del Supremo Tribunal de justicia, podrán ser sujetos a juicio político en los términos de los artículos 109, 110 y 114 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En protección de la soberanía estatal el legislador constituyente local estableció que si se recibiere resolución de la Cámara de Senadores, el Congreso del Estado, en ejercicio de sus atribuciones, procederá como corresponda. Aplicándose las sanciones en un periodo no mayor de un año, a partir de iniciado el procedimiento.

Cuando se proceda penalmente contra el Gobernador del Estado, Diputados locales y Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y miembros de Consejo del Poder Judicial, por delitos de carácter federal cometidos durante el tiempo de su encargo, en los términos de los artículos 111 y 114 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, recibida por el congreso del estado, la declaración de procedencia, este resolverá, en ejercicio de sus atribuciones, lo que corresponda.

 Por otra parte, el artículo 126 de la Carta Magna  guanajuatense  dispone que los Diputados al Congreso del Estado, los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, los miembros del Consejo del Poder Judicial, los titulares de las dependencias que señala la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, los miembros de los ayuntamientos, los consejeros ciudadanos integrantes del órgano estatal de dirección del organismo autónomo electoral a que se refiere el articulo 31 de la Constitución de Guanajuato y los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y del Tribunal Estatal Electoral, durante el tiempo de su encargo solo podrán ser juzgados por delitos intencionales del orden común que merezcan penas privativas de libertad, pero para ello es necesario que, previamente, el Congreso del Estado erigido en jurado de procedencia, lo declare así por el voto de las dos terceras partes de sus integrantes. 

El gobernador del estado, a partir de la declaratoria de su elección y hasta la terminación de su encargo, solo podrá ser acusado por delitos graves del orden común. 

Es oportuno destacar que la Constitución Estatal parte de la base de que la resolución que dicte el congreso no prejuzga sobre los fundamentos de la acusación. La prescripción de la acción penal no corre en favor de los funcionarios responsable, en tanto gocen del fuero constitucional. 

Si la resolución del congreso declara que ha lugar a la acusación, por este solo hecho el funcionario queda suspendido de su cargo, privado del fuero constitucional y a disposición de las autoridades competentes. Obviamente, con excepción del Jefe del Ejecutivo Estatal, todos los funcionarios de lo tres poderes.

 Al revisar la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato,  publicada en el Periódico Oficial del Gobierno el día 3 de abril de 1984, considera que podrán ser sujetos de juicio político los Diputados al Congreso del Estado, Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, Secretario General de Gobierno, Oficial Mayor del Gobierno del Estado, Titulares de las Secretarías del Ejecutivo del Estado, Procurador General de Justicia del Estado, Jueces, Presidentes Municipales y demás miembros de los Ayuntamientos de elección popular, Consejos Municipales, Directores Generales o sus equivalentes de los Organismos Descentralizados, Empresas de Participación Estatal mayoritaria, Sociedades y Asociaciones asimiladas a éstas y Fideicomisos Públicos.

 En un lamentable error, se incluye al Gobernador del Estado como autoridad de primer orden para la aplicación de la ley, cuando él mismo es sujeto del ordenamiento, así el artículo primero de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato (LRSPEG) dispone que las autoridades competentes para aplicar la ley son:

I.-  El Gobernador del Estado

II.- El Congreso del Estado;

          III.- El Supremo Tribunal de Justicia;

          IV.- Las Dependencias del Ejecutivo;

V.- La Secretaría de la Contraloría del Estado

          VI.- Los Ayuntamientos y sus dependencias;

VII.- Los Tribunales del Trabajo en los términos de la Legislación respectiva; y

VIII.- Los demás que determinen la leyes. 

Tratándose de servidores adscritos a la Administración Publica Paraestatal, será el Coordinador de las mismas quien aplique la Ley.

Corresponde al Congreso del Estado la aplicación de las sanciones derivadas del juicio Político al Gobernador, Diputados Locales y Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, seguido en los términos del artículo 24 de la Constitución Política del Estado.

En el caso de declaración de procedencia por delitos federales imputables a los funcionarios mencionados en el artículo anterior, corresponde al Congreso del Etado proveer a su observancia en los términos que señala la Constitución del Estado y esta Ley.

El Congreso del Estado también conocerá de las declara​ciones de procedencia por delitos de orden común imputables a los Servidores Públicos a que se refiere el artículo 126 de la Constitución Política del Estado.

Las sanciones por faltas administrativas serán aplicadas por los titulares de los Poderes o los de las Dependencias a la que pertenezca el Servidor Público de que se trate, nótese otro lamentable error, cuando la LRSPEG supone que existen titulares individuales de los Poderes, es decir un jefe, y  tanto el Poder Judicial como el Poder Legislativo son la suma de las partes, dicho de otra forma, un juez no es empleado del Presidente del Tribunal Superior, ni un diputado, trabajador del Presidente del Congreso del Estado.

El Título Primero de la LRSPEG dicta lo correspondiente a las resoluciones del Congreso de la Unión en lo que atañe a juicios políticos:

Las resoluciones declarativas que emita el Senado de la República en los términos el artículo 110 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y del artículo 24 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos en los casos de juicio político contra del Gobernador del Estado, Diputados Locales y Magis​trados del Supremo Tribunal de Justicia, serán turnadas de inmediato a la Comisión de Gran Jurado del Congreso del Estado para que dictamine sobre su justificación.

La Comisión de gran Jurado instruirá el procedimiento y además de estudiar la justificación de las citadas resoluciones declarativas, dictaminará si el caso se halla comprendido dentro del tiempo y plazo señalados por los artículos 114 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y Noveno de la Ley Federal de los Servidores Públicos.

En juicio político, el Congreso del Estado no podrá aplicar más sanciones que las de destitución o inhabilitación. Si el servidor público está en funciones , la sanción que aplique el Congreso del Estado Consistirá, en todo caso, en destitución. Además de esta sanción, según la gravedad que se desprenda de los hechos que motivaron la resolución declarativa del Senado, el Congreso del Estado impondrá la de inhabilitación para el desempeño de todo cargo o comisión públicos, por el término de uno a veinte años, resulta oportuno destacar que si un servidor público no está en funciones, no es servidor público y por lo mismo no le puede ser aplicada la ley en comento. 

Las sanciones lo mismo que la declaración de procedencia sólo son procedentes con el voto de las dos terceras partes de los integrantes del Congreso estatal.

La LRPSPG aclara que los Diputado, los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, los titulares de la dependencias que señala la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y los miembros de los Ayuntamientos, durante su encargo sólo podrán ser juzgados por delitos intencionales del orden común que merezcan pena corporal, sin aclarar si en los del orden federal tienen fuero.

Se  señala como conducto para iniciar la acción penal al Procurador General de Justicia del Estado.

El procedimiento para el juicio político está regulado por el capítulo tercero de la LRSPG, al respecto se aclara que deben seguirse las normas  que señala cuando se trate de:


I. Resolución declarativa de juicio político federal; y

II. Declaración de procedencia en materia de delitos federales y del orden  común.

Recibidas las resoluciones declarativas señaladas, el pleno del Congreso o la Diputación Permanente, si aquél estuviera en receso. la turnarán de inmediato a la Comisión de Gran Jurado para que instaure el procedimiento y. en su oportunidad dé cuenta con su dictamen al Congreso.

La Comisión de Gran Jurado después de haber recibido Ia Resolución Declarativa del Senado, de la Cámara de Diputados Federal o la solicitud de procedencia a que alude el artículo 14 la Ley, notificará de inmediato al interesado la iniciación del procedimiento, corriéndole traslado con una copia de ella, para que en el término de nueve (lías manifieste por escrito lo que a su interés convenga y ofrezca pruebas. 

La Comisión, de oficio o a petición del interesado. podrá solicitar cualquier aclaración o documentación que tenga por objeto dilucidar alguna duda o calificar la gravedad de los hechos.

Transcurrido el término, se abrirá un periodo probatorio de quince días hábiles que podrá ser prorrogado por todo el  tiempo que la Comisión estime pertinente si no se hubieran desahogado las pruebas ofrecidas. Concluido el desahogo de las pruebas, la Comisión pondrá el expediente a la vista de los interesados por el término de tres días para que aleguen lo que a su interés convenga. 

Una vez transcurrido el plazo anterior y con vista expediente integrado, la Comisión emitirá su dictamen con el que se dará cuenta al Congreso que en caso de estar en receso, será convocado para dictar la resolución correspondiente. En todas las cuestiones relativas al procedimiento. Así como en la apreciación de las pruebas, se aplicará supletoriamente el Código de Procedimientos Penales y en lo conducente las normas del Código Penal.

Adicionalmente, la Comisión de Gran Jurado podrá recurrir al auxilio de las autoridades de la autoridades Judiciales o de cualquier Tribunal del Estado, para el desahogo de las diligencias que se practiquen fuera de la residencia del Congreso del Estado. 

Respecto a las sanciones administrativas sin perjuicio de lo que establezca la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos, las faltas se sancionarán en la siguiente forma:

I. Apercibimiento; 

II. Amonestación;

III. Suspensión;

IV. Destitución;

V.        Multa; e

VI.   Inhabilitación temporal impuesta por la autoridad jurisdiccio​nal para       desempeñar empleos o cargos públicos hasta por cinco años. 

La multa podrá ser hasta por noventa días del salario mínimo más alto vigente en el Estado en el momento en que se cometió la infracción, y la suspensión en el trabajo, podrá ser de tres días a seis meses, sin derecho a percibir salario durante el tiempo en que se encuentre suspendido, lo cual evidentemente viola el artículo 21 de la Constitución federal dado que la autoridad administrativa no puede establecer sanciones económicas a los trabajadores por una cantidad superior a su salario diario.

 Cuando la falta administrativa implique la comisión de delito, el Servidor Público será sancionado penalmente.

Las sanciones administrativas se impondrán sin seguir el orden en que están establecidas, pero en todo caso para su imposición, se atenderá a los siguientes elementos:

       I.-
Gravedad y frecuencia de la falta;

II.- La jerarquía del puesto y la responsabilidad que implique;

III.- La antigüedad en el servicio;

IV.- La condición socioeconómica de la persona; y

V.- La importancia del daño causado.

Los titulares de las dependencias o entidades que impongan a servidores públicos sujetos a procedimiento disciplinario alguna de las sanciones previstas por la Ley deberán comunicarlo a la Secretaría de Contraloría del Estado para los efectos del registro de servidores públicos sancionados.

La sanción consistente en destitución a los servidores públicos de confianza y operará con la sola notificación de la resolución que la imponga. Tratándose de servidores públicos de base, se está en lo dispuesto por la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios, en lo que se refiere a  la terminación de los efectos del nombramiento por rescisión.

Corresponde aplicar las sanciones a los titulares de las dependencias o entidades, ya sean del Estado o de los Municipios, en las que trabaje el servidor público sujeto a procedimiento disciplinario.

La Secretaría de la Contraloría del Estado, en los procedimientos seguidos respecto de servidores públicos adscritos a otra dependencia o entidad, informará al titular de la misma de su iniciación, a electo de que en su caso, nombre un represente ante la Secretaría de la Contraloría del Estado que coadyuve con ésta durante el procedimiento administrativo correspondiente.

La Secretaría de la Contraloría del Estado requerirá para aplicar la sanción, del acuerdo previo del titular de la dependencia o entidad en la que labore el servidor público a sancionar.

Antes de aplicarse la sanción, el infractor deberá ser oído en investigación económica. Determinada la sanción, el infractor podrá solicitar reconsideración en el término de tres días a partir de la fecha de la notificación, aportando las pruebas que estime pertinentes.

El titular de la dependencia o entidad que aplicó la sanción, resolverá dentro de un plazo de tres días, confirmando, revocando o modificando la sanción.

Las sanciones consistirán en la destitución del servidor público y en su inhabilitación para desempeñar funciones, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público.

En el caso de que el Gobernador del Estado, Diputados y Magistrados del tribunal Superior de Justicia, sean declarados responsables en juicio político por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión o sujetos de declaración de procedencia por la Cámara de Diputados del mismo Congreso, la Legislatura del Estado determinará las sanciones de las señaladas en el Artículo 9º que deban imponerse al sentenciado si se está en el primer caso o decretará la separación del servidor público de que se trate del cargo que ocupa y lo hará saber así a la autoridad que haya solicitado la remoción del fuero constitucional.

En efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpado, será separado de su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal.

El procedimiento de juicio  político sólo podrá iniciarse durante el período en el que el servidor público desempeñe su cargo, dentro de un año después. Las sanciones correspondientes se aplicarán en un período no mayor de un año a partir de iniciado el procedimiento.

La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato no establece las causales para la aplicación del juicio político ni explícita ni implícitamente.

4.4  SU APLICACIÓN Y LIMITANTES

La experiencia parlamentaria federal sobre la responsabilidad de los servidores públicos, es decir la experiencia en lo que respecta al juicio político, en tanto que el Congreso se constituye en órgano investigador y jurisidiccional de las quejas contra los servidores públicos, se divide en tres etapas perfectamente definidas :

a)  1917-1940

b)  1940-1982

c)  1983-1998

a) Primera Etapa 1917-1940

La primera etapa que surge del nuevo orden constitucional de 1917 resulta un periodo de gran importancia e interés para el estudio de la responsabilidad política y penal de los servidores públicos.

Varios factores contribuyen a establecer esta etapa que puede delimitarse del 1o. de mayo de 1917 al 21 de febrero de 1940, fecha de iniciación de la vigencia de la Constitución y de la publicación de la Ley de responsabilidades de los funcionarios y empleados de la Federación del Distrito y Territorios Federales y de los altos funcionarios de los estados, respectivamente.

El primer actor lo constituye el hecho de que durante este etapa se decidieron numerosos casos de responsabilidad sin la ley reglamentaria sobre la materia que requería la Constitución de 1917 ; de tal manera, en el periodo 1917-1940 se aplicaron directamente las disposiciones del título cuarto de la Constitución y la Ley Sobre Responsabilidad, del 6 de junio de 1896, Reglamentaria de la Constitución de 1857.

La aplicación de la ley de 1896 no hubiera sido más compleja si los sistemas de responsabilidad de servidores públicos hubieran sido similares en las constituciones de 1857 y 1917. Sin embargo, aun estos sistemas fueron distintos.

En esta primera etapa, que coincide con la consolidación de nuestro largo movimiento revolucionario, los casos previstos son numerosos (cuadro 1) y su análisis permite apreciar supuestos íntimamente ligados a la responsabilidad de los servidores públicos. Dichos supuestos son : a) violación del fuero constitucional, b) naturaleza del gobernador provisional, c) respeto a los procedimientos locales de desafuero y casos de intervención federal, d) juicio político a exgobernadores, e) pérdida del carácter de senador y su diferencia con la sanción de un juicio político según el artículo 62 constitucional, f) imparcialidad del Senado como juez político o juez de sentencia, g) procedimiento del primer juicio político a partir de 1917, h) ataques al municipio como causal de responsabilidad política, i) establecimiento del procedimiento inconstitucional llamado “pérdida del carácter de senador o diputado”.

Esta primera etapa se caracteriza por contar con experiencias de responsabilidad circunscritas a diputados, senadores, gobernadores y exgobernadores ; es decir, a funcionarios electos popularmente para ocupar cargos en el Congreso de la Unión así como para ocupar la titularidad del poder ejecutivo en los estados, sin extenderse a los otros poderes.

b)Segunda etapa (1940-1982) : La responsabilidad penal de los políticos


En ejercicio de facultades extraordinarias para legislar en materia penal y procesal penal conferidas el 31 de diciembre de 1936 al presidente de la República éste publica la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación, del Distrito y Territorios Federales, el 28 de febrero de 1940. Después de 23 años de ausencia de reglamentación, la esperada ley de responsabilidades de 1940 no conserva un favorable juicio crítico por la doctrina.

Se  considera que la ley de 1940 conserva los principios de la ley de  1896, cayendo por consiguiente en contradicciones con las disposiciones constitucionales. El primer problema serio al que se enfrenta la ley, según Cárdenas, es que confiere a la Cámara de Diputados facultades de investigación cuya decisión sobre el desafuero trae como consecuencia la separación del funcionario de su encargo y su sujeción a la acción de los tribunales comunes.
 Esto es considerado como una violación al artículo 21 constitucional que asigna el monopolio de la acción penal al Ministerio Público.
 La experiencia de los casos de desafuero ha demostrado que son los propios jueces en materia penal quienes antes de librar el auto de formal prisión, solicitan a la Cámara de Diputados la iniciación del procedimiento de desafuero. 
De esta manera se procedió para el caso del entonces diputado Manuel Riva Palacio ventilado el 15 de diciembre de 1931 en la Cámara de Diputados y cuya decisión fue en el sentido de no haber lugar a proceder, pero que cuatro años después como senador, sería sancionado con “la pérdida del carácter político”, sanción por demás, inconstitucional. De igual manera se procedió en la petición de desafuero contra los diputados Pedro Téllez Vargas, Carlos Madrazo y Sacramento Joffre, discutida en la Cámara de Diputados el 17 de enero de 1945. Otro caso lo ilustra el del senador Féliz Ireta Viveros desaforado el 22 de octubre de 1947 por la Cámara de Diputados.

Cárdenas considera que, debido al monopolio de la acción penal del Ministerio Público, la Cámara de Diputados, a pesar de las disposiciones inconstitucionales de la ley reglamentaria de 1940, no tiene facultades para investigar los delitos imputados de un alto funcionario y ponerlo a disposición del juez competente. Efectivamente, por el sistema de la persecución de delitos establecido en la Constitución de 1917, que introdujo la disgregación de las funciones del Ministerio Público del juez penal, la Cámara de Diputados no debe someter directamente al funcionario desaforado ante los órganos jurisdiccionales. Este error existente hasta antes de las reformas constitucionales al artículo 111 de 1983, fue subsanado en los siguientes términos : “Si la Cámara declara que ha lugar a proceder, el sujeto quedará a disposición de las autoridades competentes para que actúen con arreglo a la ley”.

Esta segunda etapa se caracteriza por un menor número de casos de responsabilidad de servidores públicos. Es también notorio el hecho que si la primera etapa se caracterizó por una mayor práctica de juicios políticos o de sus tentativas, esta segunda etapa se caracteriza por la existencia exclusiva de desafuero ; es decir, la primera etapa puede diferenciarse por la aplicación de la responsabilidad política a la cual se le define y determinan límites, mientras que la siguiente etapa observa una práctica de responsabilidad penal (cuadro II). Estas consideraciones deben observarse como estrictamente formales, ya que por lo general las causas reales de un caso típico de responsabilidad política como puede ser el de uno de 1926 o el de los cinco senadores de 1935, es precisamente la misma que subyace en los casos típicos de responsabilidad penal como el de Biebrich de 1976, y que es la voluntad política para fincar responsabilidad, que se traduce en la aprobación o fomento de las instancias políticas decisorias del país para que una acusación prospere en contra de un servidor público.

Durante este periodo también fue expedida la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación, del Distrito Federal y de los Altos Funcionarios de los Estados, publicada el 4 de enero de 1980. Esta ley tuvo una corta duración y no fue aplicada por el Congreso en ningún caso concreto. A esta ley le siguió la vigente Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, publicada el 31 de diciembre de 1982, la cual delimita esta segunda etapa del régimen de responsabilidad de funcionarios.

CUADRO I

PRIMERA ETAPA (1917-1940)

	Nombre
	Cargo
	Estado
	Fecha
	Acusación
	Tipo 
	Resultado

	1. Agustín Alcocer
	Gobernador
	Guanajuato
	26 de julio de 1918
	a)  Violación a la Constitución 

b)  Nepotismo
	Juicio político
	No prosperó

	2. Pascual Ortíz Rubio
	Gobernador
	Michoacán
	10 de agosto de 1918
	Violación del fuero de un diputado federal
	Juicio político
	No prosperó

	3. Silvestre Mariscal
	Gobernador
	Guerrero
	29 y 30 de agosto de 1918
	a)  Abuso de autoridad militar

b)  Desobediencia militar

c)  Extralimitación del mando militar

d)  Usurpación de mando.

e)  Insubordinación.
	Desafuero
	Prosperó la acusación sin respetarse el fuero

	4. Andrés Osuna
	Gobernador

Provisional
	Tamaulipas
	27 de abril y 5 y 8 de agosto de 1919
	a)  Violación a la Constitución.

b)  Incumplimiento a las obligaciones de gobernador provisional.
	Insubsistencia del nombramiento
	Prosperó

	5. José Santos Godínez
	Gobernador
	Nayarit
	24 de septiembre y 17 de noviembre de 1919
	Ante la Legislatura del Estado :

a)  Negativa para publicar las leyes aprobadas.

b)  Violación del fuero de dos diputados locales.

c)  Malversación de fondos.
	Desafuero declarado por la Legislatura.

Senado interviene como conflicto político.
	Desafuero anulado, conflicto político resuelto y se le restituye en el cargo.

	6. Ernesto Perusquía
	Exgoberna-dor
	Querétaro
	29 de noviembre, 1o, 2, 3 y 29 de diciembre de 1919
	Expedición de leyes y decretos violatorios del régimen democrático, representativo y federal, durante su periodo como gobernador
	Juicio político
	No prosperó


	Nombre
	Cargo
	Estado
	Fecha
	Acusación
	Tipo 
	Resultado

	7. Miguel Alvarez García 
	Gobernador
	Colima
	5 de julio de 1920
	Violación de fuero de un diputado.
	Juicio político
	No prosperó

	8. Tiburcio Fernández Ruíz
	Senador
	Chiapas
	17 de octubre de 1924
	Violación al artículo 62 constitucional.
	Juicio político
	Prosperó

	9. Emilio Portes Gil
	Gobernador
	Tamaulipas
	10 de enero de 1926
	Ataques al municipio libre.
	Juicio político
	No Prosperó 

	10. Joaquín Rojas Hidalgo
	Gobernador

Provisional
	Morelos
	17 de febrero de 1926
	Incumplimiento a las obligaciones de gobernador provisional.
	Insubsistencia del nombramiento
	Prosperó

	11. José Guadalupe Zuno
	Exgoberna-dor
	Jalisco
	17 de febrero de 1926
	a)  Ataques a instituciones democráticas, representativas y federales.

b)  Ataques al municipio libre.

c)  Violación sistemática de las garantías individuales.

d)  Violaciones a leyes federales (agrarias).

e)  Rebelión con Enrique Estrada.
	Juicio político
	Inhabilitado para ocupar nuevos cargos públicos

	12. Manuel Riva Palacio, Francisco L. Terminel, Bernardo L. Bandala, Elías Pérez Gómez y Cristóbal Bon Bustamante.
	Senadores
	Diversos
	14 de diciembre de 1935
	Sedición
	Separación definitiva del cargo.
	Prosperó sin respetarse su fuero.


c)Tercera Etapa (a partir de 1982) : Posible fin del juicio político y surgimiento de la responsabilidad penal a posteriori
Con la publicación de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, del 31 de diciembre de 1982, podríamos caracterizar a una nueva etapa que seguramente consolidará las tendencias de la anterior como la del predominio de la ahora denominada “declaración de procedencia” (desafuero) sobre el juicio político, y que probablemente iniciará la modalidad de fincar responsabilidad penal del funcionario después de haber concluido su encargo, es decir la responsabilidad penal a posteriori. 
Esta última característica ya estuvo presente en el caso Biebrich, así como en el caso de Jorge Díaz Serrano, decidido en vía de desafuero el 30 de julio de 1983. El primero, el caso de un exgobernador ya sin fuero, mientras el segundo de un exfuncionario sin fuero, director de PEMEX, al de senador con fuero. Los hechos imputados habían sido cometidos en ocasión a sus antiguos encargos y la responsabilidad penal fincada se ha hecho con posterioridad a sus gestiones.

La reforma al artículo 114 constitucional, publicada el 28 de diciembre de 1982, determino que la prescripción para la sanción penal sea de conformidad con las leyes penales, pero que en ningún caso será inferior a tres años contados a partir de la separación del funcionario de su cargo, sin importar la causa de la misma ; es decir, desde el término natural de sus funcionarios hasta la remoción por juicio político, pasando por renuncia al cargo.

La declaración de procedencia como un procedimiento jurisdiccional. La Ley de Responsabilidades de 1982 es cuidadosa de eliminar la palabra fuero para evitar así la connotación de privilegio o inmunidad a favor del servidor público. La declaración de procedencia es una expresión neutra que tiene sus antecedentes en la práctica del Congreso de decidir en el sentido de “haber o no lugar a proceder” en contra de un funcionario y que se establece en el primer párrafo del artículo 111 constitucional. Por otra parte el mismo artículo dispone que la resolución de la Cámara no prejuzga los fundamentos de la imputación, lo cual ha sido un principio tradicionalmente aceptado.

No obstante, en el caso Díaz Serrano se ha afirmado que el procedimiento de averiguación, llevado a cabo por la sección instructora del Gran Jurado, desplegó verdaderas facultades jurisdiccionales reservadas al Poder Judicial. Esta observación que opera en la realidad merece comentarios.

Es de considerarse que toda averiguación y valoración de los elementos probatorios, que acrediten supuestos hechos delictivos, implica efectivamente una decisión de naturaleza muy similar a las acordadas por un juez. Sin embargo, la existencia de un procedimiento jurisdiccional no supone que el Congreso se convierta en juez para transformarse de “mal legislador en peor juez”, ya que el juez decide formal y materialmente sobre la culpabilidad. Puede pensarse que en la decisión de la Cámara de Diputados subyace la decisión formal de la culpabilidad del funcionario ; sin embargo, constitucionalmente, a partir de 1917 la Cámara de Diputados no vincula con su declaración de procedencia (desafuero) al órgano jurisdiccional, el cual sí decidirá formal y materialmente la culpabilidad, por lo que debe inmediatamente determinar la sanción aplicable.

La naturaleza jurisdiccional del procedimiento declaratorio de procedencia constituye desde los antecedentes americanos, un medio para garantizar un “debido proceso legal” al funcionario inculpado y, de esta manera, poder rendir declaraciones, pruebas y hacer las pesquisas necesarias para el esclarecimiento de la verdad.

La substanciación de un procedimiento de responsabilidad ante la Cámara de Diputados es tan trascendente, que debe verificarse el ejercicio de las mismas garantías que son aplicables a los ciudadanos. La igualdad ante la ley opera para el servidor público y éste como ciudadano goza igualmente de las garantías de ser oído previamente.

Perjudica tanto a la Nación la ausencia de responsabilidad como el abuso de la misma. La justicia es así tan compleja como la administración de justicia en general : la jurisprudencia puede marcar el camino, como la experiencia parlamentaria lo debe hacer tratándose de la responsabilidad de los servidores públicos, de allí la importancia de su análisis.

CUADRO II

SEGUNDA ETAPA (1940-1982)

	Nombre
	Cargo
	Fecha
	Acusación
	Tipo 
	Resultado

	1. Carlos Ortega Zavaley
	Senador
	27 de octubre de 1942
	Comisión del delito de homicidio
	Desafuero
	Prosperó

	2. Pedro Téllez Vargas, Carlos Madrazo y Sacramento Joffre.
	Diputados
	17 de enero de 1945
	a)  Cohecho.

b)  Falsificación de documentos
	Desafuero
	Solicitaron licencia la cual tuvo los efectos del desafuero, pues se sometieron a la jurisdicción de los tribunales comunes

	3. Félix Ireta Viveros
	Senador
	22 de octubre de 1947
	a) Delito de falsificación de documentos.

b) Uso de documentos falsos y 

c) Tentativa punible de fraude
	Desafuero
	Prosperó. Probada su inocencia, se le reinstauró en su cargo el 28 de noviembre de 1951.

	4. Carlos Armando Biébrich Torres
	Exgoberna-dor


	Enero de 1976 había renunciado el 25 de octubre de 1975
	a)  Delito de robo.

b)  Pecualdo.

c)  Abuso de autoridad.

d)  Incumplimiento del deber legal.

Sustanciado ante los órganos jurisdiccionales del Estado, en primera instancia. Decidido en amparo.
	Responsabilidad penal de un exfuncionario
	Decidido a favor del quejoso en vía de amparo.

	5. Oscar Flores Tapia
	Gobernador
	21 de julio de 1981. Renunció el 11 de agosto.
	Enriquecimiento inexplicable
	Desafuero.
	ASeguramiento de bienes. Se interrumpió con la renuncia.

	TERCERA ETAPA (  a partir de 1982)



	6. Jorge Díaz Serrano
	Senador
	30 de julio de 1983.
	Peculado
	Desafuero
	Prosperó

	7. Carlos Salinas
	ExPresiden-te
	1° de diciembre de 1994
	Daño a la Nación
	Juicio Político 
	No prosperó

	8. Rubén Figueroa A.
	Gobernador
	1° de julio de 1995
	Homicidio múltiple
	Juicio Político 
	No prosperó

	Roberto Madrazo
	Gobernador
	13 de junio de 1995
	Narcotráfico, lavado de dinero, peculado y delitos fiscales
	Juicio Político 
	No prosperó


No obstante lo expuesto, la principal limitante que hasta ahora ha encontrado el juicio político como un mecanismo sancionado de la función pública es el tradicional presidencialismo a ultranza del sistema político mexicano que se prolonga a los sistemas políticos estatales, en los que la figura del Jefe del Ejecutivo es intocable, asimismo, el hecho de que sea un órgano legislativo en pleno, el que valore y enjuicie, deja que la justicia sea aplicada con base en un sistema de votación, en el cual domina el partido en el poder, sin importar que éste sea el oficial o cualquiera de la oposición.

Lo cual hace inoperante su aplicabilidad en este viciado sistema ultra presidencialista. Un ejemplo de lo anterior es la acción emprendida por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados que al encontrar los elementos probatorios necesarios acordó la procedencia de juicio político contra los gobernadores priístas Victor Cervera Pacheco de Yucatán y Roberto Madrazo Pintado de Tabasco, en abril de 1998.

Al respecto, Luis Boffil, corresponsal del diario La Jornada, señala que “...La mayoría priísta en el Congreso de Yucatán defendió ayer (15 de abril de 1998) al gobernador Victor Cervera Pacheco y calificó de malos mexicanos y malos yucatecos a quienes fincaron el juicio político contra el mandatario, ‘pero no pasarán’, advirtió la bancada del tricolor sin disimular su malestar.”.

Los diputados, en cuestión, se olvidan de que al rebasar los seis años el poder el gobernador está violando lo dispuesto por el artículo 116 constitucional, sin importar la filiación política, centrando sus esfuerzos en defender a quien de alguna forma deben el ocupar las curules en su Congreso local.

En el caso del mandatario tabasqueño, su cercanía al actual Jefe del Ejecutivo, lo convierte en un ser con fuero omnímodo, de tal forma que la disposición indebida de los recursos federales es vista  por su correligionarios como pecata minuta, aún cuando sea una grave violación a las diversas leyes, incluida la Carta Magna.

Como destaca el Secretario de la Comisión de Gobernación, Dionisio Pérez Jácome, de filiación priísta “quien tiene la última palabra es el Senado de la República y ahí somos mayoría y el dictamen no pasará.”

De esta manera, a juicio político sólo se han sujetado los gobernadores, funcionarios y legisladores que caen de la gracia de quien ocupa, en su momento, la silla presidencial, en el nivel federal, o de los gobernadores, en el caso de los Estados de la Unión, se concluye por lo mismo que el marco jurídico de las responsabilidades de los servidores públicos debe modificarse, con la finalidad de disminuir los actos de abuso del poder y de corrupción que han prevalecido, sobre todo, en los últimos tiempos de la Historia de México.

Como puede observarse, la situación del juicio político ya sea que proceda ante el Congreso Federal o ante el Congreso Estatal, es letra muerta.

4.5  PROPUESTA DE REFORMAS

En el nivel federal deben realizarse las siguientes reformas :

Constitución Política :

El artículo 108 cita actualmente :

“Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros de los poderes Judiciales Federales y Judiciales del Distrito Federal, a los funcionarios y empleados, y en general a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal o en Distrito Federal, quienes serán responsables por  los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.

El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo sólo podrá ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común.

Los Gobernadores de los estados, los Diputados a las Legislaturas Locales y los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, y, en su caos, los miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, serán responsables por violaciones a esta Constitución y a las leyes federales, así como por el manejo indebido de fondos y cursos federales.

Las Constituciones de los estados de la República precisarán, en los mismos términos del primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsables, el carácter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los estados y en los municipios.”

Deberá decir, una vez derogado el párrafo segundo :

“Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros de los poderes Judiciales Federales y Judiciales del Distrito Federal, a los funcionarios y empleados, y en general a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal o en Distrito Federal, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.

Los Gobernadores de los estados, los Diputados a las Legislaturas Locales y los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, y, en su caos, los miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, serán responsables por violaciones a esta Constitución y a las leyes federales, así como por el manejo indebido de fondos y cursos federales.

Las Constituciones de los estados de la República precisarán, en los mismos términos del primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsables, el carácter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los estados y en los municipios.”

El artículo 110, actualmente dice:

“Podrán ser sujetos de juicio político los Senadores y Diputados al Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamentos Administrativos, los Representantes a la Asamblea del Distrito Federal, el titular del órgano u órganos de gobierno del Distrito Federal, el Procurador General de la República, el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, los Magistrados y Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los Consejeros de la Judicatura del Distrito Federal, los Directores Generales o sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos.

Los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, sólo podrán ser sujetos de juicio político en los términos de este título por violaciones graves a esta Constitución y a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales, pero en este caso la resolución será únicamente declarativa y se comunicará a las legislaturas Locales para que, en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda.

Las sanciones consistirán en la destitución del servidor público y en su inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público.

Para la aplicación de las sanciones a que se refiere este precepto, la Cámara de Diputados procederá a la acusación respectiva ante la Cámara de Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta del número de los miembros presentes en sesión de aquella Cámara, después de haber substanciado el procedimiento respectivo y con audiencia del inculpado.

Conociendo de la acusación la Cámara de Senadores, erigida en Jurado de sentencia, aplicará la sanción correspondiente mediante resolución de las dos terceras partes de los miembros presentes en sesión, una vez practicadas las diligencias correspondientes y con audiencia del acusado.

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables.”

Deberá decir :

“Podrán ser sujetos de juicio político el Presidente de la República, los Senadores y Diputados al Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamentos Administrativos, los Representantes a la Asamblea del Distrito Federal, el titular del órgano u órganos de gobierno del Distrito Federal, el Procurador General de la República, el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, los Magistrados y Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los Consejeros de la Judicatura del Distrito Federal, los Directores Generales o sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos.

Los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, sólo podrán ser sujetos de juicio político en los términos de este título por violaciones graves a esta Constitución y a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales, pero en este caso la resolución será únicamente declarativa y se comunicará a las legislaturas Locales para que, en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda.

Las sanciones consistirán en la destitución del servidor público y en su inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público.

Para la aplicación de las sanciones a que se refiere este precepto, la Cámara de Diputados procederá a la acusación respectiva ante la Cámara de Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta del número de los miembros presentes en sesión de aquella Cámara, después de haber substanciado el procedimiento respectivo y con audiencia del inculpado.

Conociendo de la acusación la Cámara de Senadores, erigida en Jurado de sentencia, aplicará la sanción correspondiente mediante resolución de las dos terceras partes de los miembros presentes en sesión, una vez practicadas las diligencias correspondientes y con audiencia del acusado.

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables.”

El artículo 111 Constitucional, actualmente cita : 

“Para proceder penalmente contra los Diputados y Senadores del Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamento Administrativo, los Representantes a la Asamblea del Distrito Federal, el Procurador General de la República y el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará por mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado.

Si la resolución de la Cámara fuese negativa se suspenderá todo procedimiento ulterior, pero ello no será obstáculo para que la imputación  por la comisión del delito continúe su curso cuando inculpado haya concluido el ejercicio de su encargo, pues la misma no prejuzga los fundamentos de la imputación.

Si la Cámara declara que ha lugar a proceder, el sujeto quedará a disposición de las autoridades competentes para que actúe con arreglo a la ley.

Por lo que toca al Presidente de la República, sólo habrá lugar a acusarlo ante la Cámara de Senadores en los términos del artículo 110. En este supuesto, la  Cámara de Senadores resolverá con base en la legislación penal aplicable.

Para poder proceder penalmente por delitos federales contra los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados y, en su caso, los miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, se seguirá el mismo procedimiento establecido en este artículo, pero en este supuesto, la declaración de procedencia será para el efecto de que se comunique a las Legislaturas Locales, para que en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda.

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables.

El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpado será separado de su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal. Si éste culmina en sentencia absolutoria el inculpado podrá resumir su función. Si la sentencia fuese condenatoria y se trata de un delito cometido durante el ejercicio de su encargo, no se concederá al reo la gracia del indulto.

En demandas del orden civil que se entablen contra cualquier servidor público no se requerirá declaración de procedencia.

Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo dispuesto en la legislación penal, y tratándose de delitos por cuya comisión el autor obtenga un beneficio económico o cause daños o perjuicios patrimoniales, deberán graduarse de acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad de satisfacer los daños y perjuicios causados por su conducta ilícita.

Las sanciones económicas no podrán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños o perjuicios causados.”

Deberá decir :

“Para proceder penalmente contra el Presidente de la República, los Diputados y Senadores del Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamento Administrativo, los Representantes a la Asamblea del Distrito Federal, el Procurador General de la República y el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará por mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado.

Si la resolución de la Cámara fuese negativa se suspenderá todo procedimiento ulterior, pero ello no será obstáculo para que la imputación  por la comisión del delito continúe su curso cuando inculpado haya concluido el ejercicio de su encargo, pues la misma no prejuzga los fundamentos de la imputación.

Si la Cámara declara que ha lugar a proceder, el sujeto quedará a disposición de las autoridades competentes para que actúe con arreglo a la ley.

Para poder procede penalmente por delitos federales contra los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados y, en su caso, los miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, se seguirá el mismo procedimiento establecido en este artículo, pero en este supuesto, la declaración de procedencia será para el efecto de que se comunique a las Legislaturas Locales, para que en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda.

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables.

El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpado será separado de su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal. Si éste culmina en sentencia absolutoria el inculpado podrá resumir su función. Si la sentencia fuese condenatoria y se trata de un delito cometido durante el ejercicio de su encargo, no se concederá al reo la gracia del indulto.

En demandas del orden civil que se entablen contra cualquier servidor público no se requerirá declaración de procedencia.

Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo dispuesto en la legislación penal, y tratándose de delitos por cuya comisión el autor obtenga un beneficio económico o cause daños o perjuicios patrimoniales, deberán graduarse de acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad de satisfacer los daños y perjuicios causados por su conducta ilícita.

Las sanciones económicas no podrán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños o perjuicios causados.”

El actual artículo 112 Constitucional indica :

“Artículo 112. No se requerirá declaración de procedencia de la Cámara de Diputados cuando alguno de los servidores públicos a que hace referencia el párrafo primero del artículo 111 cometa un delito durante el tiempo en que se encuentre separado de su encargo.

Si el servidor público ha vuelto a desempeñar funciones propias o ha sido nombrado o electo para desempeñar otro cargo distinto, pero de los enumerados por el artículo 111, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en dicho precepto.”

Deberá decir :

“Artículo 112. No se requerirá declaración de procedencia de la Comisión de la Cámara de Diputados cuando alguno de los servidores públicos a que hace referencia el párrafo primero del artículo 111 cometa un delito durante el tiempo en que se encuentre separado de su encargo.

Si el servidor público ha vuelto a desempeñar funciones propias o ha sido nombrado o electo para desempeñar otro cargo distinto, pero de los enumerados por el artículo 111, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en dicho precepto.”

En el nivel federal deberá hacerse las adecuaciones a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos en su Capítulo Segundo y al Código Penal para el Distrito Federal en Materia del Fuero Común y para toda la República en Materia del Fuero Federal, en su Libro Segundo, Título Décimo.

En cuanto a la legislación de Guanajuato deben efectuarse los siguientes cambios: 

A la Constitución del Estado de Guanajuato.

El artículo 126 estipula :

“Los diputados al congreso del estado, los magistrados del supremo

Tribunal de justicia, los miembros del consejo de poder judicial, los titulares de las Dependencias que señala la ley orgánica del poder ejecutivo, los miembros de los Ayuntamientos, los consejeros ciudadanos integrantes del órgano estatal de Dirección del organismo autónomo electoral a que se refiere el articulo 31 de esta Constitución y los magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y del Tribunal estatal electoral, durante el tiempo de su encargo solo podrán ser Juzgados por delitos intencionales del orden común que merezcan penas privativas de libertad, pero para ello es necesario que, previamente, el Congreso del Estado erigido en jurado de procedencia, lo declare así por el voto de las dos terceras partes de sus integrantes.

El gobernador del estado, a partir de la declaratoria de su elección y hasta la terminación de su encargo, solo podrá ser acusado por delitos graves del orden común”.

Deberá decir :

“Los diputados al congreso del estado, los magistrados del supremo Tribunal de justicia, los miembros del consejo de poder judicial, los titulares de las Dependencias que señala la ley orgánica del poder ejecutivo, los miembros de los Ayuntamientos, los consejeros ciudadanos integrantes del órgano estatal de Dirección del organismo autónomo electoral a que se refiere el articulo 31 de esta Constitución y los magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y del Tribunal estatal electoral, durante el tiempo de su encargo solo podrán ser Juzgados por delitos intencionales del orden común que merezcan penas privativas de libertad, pero para ello es necesario que, previamente, el Congreso del Estado erigido en jurado de procedencia, lo declare así por el voto de las dos terceras partes de sus integrantes.

       La nueva Ley de Responsabilidades que se promulgue deberá contener un capítulo al tenor de lo siguiente

 Sujetos, Causas de Juicio Político y Sanciones.

ARTÍCULO …

En los términos del primer párrafo del artículo 110 de la Constitución General de la República, son sujetos de juicio político los servidores públicos que en él se mencionan.

El gobernador del Estado, Los Diputados a las Legislaturas Locales y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal Electoral, podrán ser sujetos de juicio político por violaciones graves a la Constitución General de la República, a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales.

ARTÍCULO …

Es procedente el juicio político cuando los actos u omisiones de los servidores públicos a que se refiere el artículo anterior, redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.

ARTÍCULO ….

Redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho:

I.- El ataque a las instituciones democráticas;

II.- El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo federal;

III.- Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o sociales;

IV.- El ataque a la libertad de sufragio;

V.- La usurpación de atribuciones;

VI.- Cualquier infracción a la Constitución o a las leyes federales cuando cause perjuicios graves a la Federación, a uno o varios Estados de la misma o de la sociedad, o motive algún trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones;

VII.- Las omisiones de carácter grave, en los términos de la fracción anterior, y

VIII.- Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, programas y presupuestos de la Administración Pública Federal o del Estado y a las leyes que determinan el manejo de los recursos económicos federales y del Estado .

No procede el juicio político por la mera expresión de ideas.

El Congreso del Estado valorará la existencia y gravedad de los actos u omisiones a que se refiere este artículo. Cuando aquéllos tengan carácter delictuoso se formulará la declaración de procedencia a la que alude la presente Ley y se estará a lo dispuesto por la legislación penal.

ARTÍCULO …

Si la resolución que se dicte en el juicio político es condenatoria, se sancionará al servidor público con destitución. Podrá también imponerse inhabilitación para el ejercicio de empleos, cargos o comisiones en el servicio público desde un año hasta veinte años.

Procedimiento en el Juicio Político

 ARTÍCULO…

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad podrá formular por escrito, denuncia contra un servidor público ante la Cámara de Diputados por las conductas a las que se refiere el artículo …, de esta propia Ley y por las conductas que determina el párrafo segundo de artículo … de esta misma Ley, por lo que toca al Gobernador del Estado, Diputados a las Legislatura Local y Magistrados de los Tribunales de Justicia Locales.

La denuncia deberá estar apoyada en pruebas documentales o elementos probatorios suficientes para establecer la existencia de la infracción y estar en condiciones de presumir la responsabilidad del denunciado. En caso de que el denunciante no pudiera aportar dichas pruebas por encontrarse éstas en posesión de una autoridad, la Subcomisión de Examen Previo, ante el señalamiento del denunciante, podrá solicitarías para los efectos conducentes.

Las denuncias anónimas no producirán ningún efecto.

El juicio político sólo podrá iniciarse durante el tiempo en que el servidor público desempeñe su empleo, cargo o comisión, y dentro de un año después de la conclusión de sus funciones.

Las sanciones respectivas se aplicarán en un plazo no mayor de un año, a partir de iniciado el procedimiento.

LA REVISIÓN
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